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Lic. Oscor Froncisco Cifuenles Mendozo
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IACUL'¡'AD OT CIENCIAS
JURiOICAS Y SOCIALÉSDoclof

Bonerge Amilcor Mejío Orellono
Señor Jefe de ¡o unidod de Asesorir de Tesis
UniveEidod de Son Corlos de cuolemqlo
focullod de Ciancios Jurídicos y Socioles
Su Despocho.
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Muy clentomente le lnformo que de ocuerdo c nornbromidnto de fecho
diecisiele de ocfubre del oño dos mil doce, he procedido o lo revislón de iesis ciel
bachiller Fdgor de Jesús Borrera Sorceño, lo cuol es referente ol terno nombrodo:
"AspEclos JURíDrcos euE tNFoRMAN tA tMpoRrANctA tEGAt DEt pRocEDtMtENTo
pENAt ABREVTADo pARA LA pRoNTA nrluz¡clór.¡ y ¡pLlc¡ctót¡ DE MEDIDAS
REsoruroRtAs DEr coNrucTo GFNERADo poR rA coNDUcr¡ ltícltt o¡t
SINDICADO", y después de llevor o cobo los modificociones correspondienles doy
c conocer:

o) DuronJe lo invesiigoción del trobojo de tesis. el bachiller esiudio dogmóiico,
jurídico y docirinoriomenle el procedimienlo penoi obreviodo, demoslrondo
dedicoción y esmeróndose en presenior un lniorme final fundomeniodo en o
normolivo vigente, poro lo cucl uiilizó los rnétodos y técnicos invesiigoiivos ocordes.

b) Me encorgué de revisor lo iesis y esiuve pendienie del desorrollo de lo rnismo,
osí como de lo redocción de sus conclusiones y recomendcciones y de lo
bibliogrofío utilizodo.

c) Los objeiivos se alconzoron y dieron c conocer los medldos resolutorios. Lo
hipólesis comprobó lo innportoncio juridico- egot de onolizor los fundcmenlos que
informon el procedimienlo abreviodo.

d) Duronte el desorrollo de lo mismo se uliizc¡ uno ortogrofío correcto, lo elrc y
mórgenes odecuodos, siendo los conclusiones y recomendociones congruenles
con los copiluios que se desorro oron.

e) Lo tesis es un cporie boslanle significoiivo poro los ciencios penoles y e
lrobojo oborco los ospectos rnós imporionies del iemo, desorrollondo
iécnicornenle lo bibliogrof io consulioda.

Vío 5 3-ó5 zono 4 olicino número 23 Edilicio ElÁngel
Iel: 5528728ó
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Abogodo y Nolorio

i) Se uiilizoron los méiodos de ¡nvesiigoción y los iécnicos necesorios pcro
gorontizor uno invesiigoción odecuodo.

Me permilo opinor que el trobojo de lesis solisioce coneciomenle y reúne los
requisitos necescrios poro su oproboción, lol y como lo esfoblece e Arliculo 32 dei
Norrnotivo pora lo Eloboración de Tesis de Licenciolurc en Ciencios Jurídiccs y
Socioles y del Exclmen Generol Público, por ende emito DICTAMEN ÍAVORAB|.E e
cuol o mi juicio lieno los requisitos exigidos previo o oplor ol grado ocodémico de
Licenciodo en Ciencios .lurídicos y Socioles.

Deferentemenle.

Abogodo y Nolor¡o
Revisor de Tesis- O* 8*;-AJ"*-iYn*¿*

a&!;a¡:r) Y Hcrlarto
Col. 3429

Víd 5 3"ó5 zono 4 oficino número 23 Editicio ElÁnget
Tel: 5528728¿
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Guatemala, 10 de septiembre de 2012

Licenciado
CARLOS ANTULIO SALAZAR URIZAR
C¡udad de Guatemala

Licenciado CARLOS ANTULIO SALAZAR URIZAR

Atentamente me dirijo a usted para hacer de su conocrmiento que recibí el djctamen del
(de la) Consejero (a)- Docente de la Unidad de Asesoría de Tesis de ésta facultad, eñ el
cual hace constat que el plan de investigación y el tema propuesto por el estudiante
EDGAR DE JESUS BARRERA SARCENO, CARNE NO. 9419498, intitulado:
"ASPECTOS JURÍDICOS QUE INFORIVAN LA IMPORTANCIA LEGAL DEL
PROCEDII\/lIENTO PENAL ABREVIADO PARA LA PRONIA REALIZACIÓN Y
APLICACIÓN DE MEDIDAS RESOLUTORIAS DEL CONFL]CTO GENERADO POR LA
CONDUCTA lLÍCITA DEL SINDICADO'reúne los requisitos contenidos en el Normatrvo
respect¡vo.

Me permito hacer de su conocimiento que como asesot está facultado pa-a rcal\za(
mod¡ficaciones que tengan po[ objeto mejorar la nvestigac]ón asimismo. del título de
trabajo de tesis En el dictamen corespondie¡te debe hacer constar el contenido del
ArtícLrlo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias
Jurídicas y Sociales y del Examen General Públlco, el cual dice: "Tanto el asesor como el
revisot de tesis, hatán constar en os dictámenes correspond¡enles, su opinión respecto
del contenido científico y técnico de la tesis, la metodologia y técnicas de investjgación
utilizadas, 1a redacción, los cuadros estadisticos s¡ fueten necesarios, la contribucióñ
científica de la misma, las conclusiones, las recomendaciones y la bibliografía utilizada, si
aprueban o desaprueban el trabajo de lnvestigación y ottas consideraciones que estimen
pertinentes".

ENSEÑAD A TODOS'

fuKK^DR. BONER LLANA
JEFE DE LA

cc. Unidad de Tesis, interesado y arc

NIDAD ASESORIA TESIS



Lic. Carlos Antulio Salazar Uri"zar
Abogado y Notario

Colegiado 6279
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Doctot Botrerge Ant¡lcrr lúejía Orcllana
Jefe de la Lnidtd de Asesoría ¡le Tesis
Facullqtl de Ciencias Jurídicas t Socioles
ltn¡versidcd de Son Ca os de Guatemokt

Dtrtor ),1e ¡íu OrallattLt;
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De contb¡midad con el nonbraniento emilido de fecha diez de septienbre del año dos
mil doce. asesoré Ia tesis del bachiller Edgar de Jesüs Barrera Sarceño. qüien se identifica con el
carné estudiantil 9,119498 \ ehboró el rrabajo de resis intíulado: ,r.gECI¿r.s lt-nintAtt qtc
T.\FORT'AN I,A IMPORTAN<-¡A LECAI, DEI, PRqCEDITTIE,\I'O PENA], ARREIIADO PAR.l I.Á
pRoNTA REALIZACIó.\ t Aq|.ICACIu\ trf ,ttEDIDAS REsut UT1RLJS ¡Er. LoNF-LIcro
GENERqDo poR IA coNDL'cIA ILictTA DÍ:t. sriDICADq',i manifbstándole lo siguiente:

I El dcsar¡olio de la tesis es amplio _n- de¡ermina claramente la impoÍancla de an¿lizar
-juridicamcnte el proccdimienro penal abreriado rcgualado en la lcgisiación proccsal penal
guatetnaltcca.

l. El bachille¡ al llelar ¡ cabo el desarrollo de los capitulos de su tesis. utilizó <iiversos
mélodos v técÍicas de investigacion. ios cuales penritieron su desa¡rollo en base a
doctrina actuaiizada ¡ lcgislación risenle para ello se emplearon: método histórico. cl
cual es determina¡1e en establecer las venlajas del procedimiento penal abrcviado. método
comparatilo. con el cual se Iog¡a la deten¡inación dc mecanismos .l Lrrldtcos de relerancia
para la pronta ¡ealización ¡ aplicación de medidas rcsolutorias; ¡ el analitico. para
inlorm¿¡ a la población guatemalteca los requisitos para la cotecta aplicaciirn de las
inisnas. Las técnicas el¡plcadas lleron las de fichas biliográficas. encuesta. l entrq,is¡a.
siendo las mismas de utilidad para recolccta¡ ordenadamente la bibiiografia nacional v asi
logra. desa[olla. el trabajo de tesis adecuadamente.

3 Elponente redacló sLr t.abajo de tesis siguiendo los lineamienlos estableci.los v cn base a
todas ias indicacio¡es sugcridas, siendo el informe llnal de imporlancia v de útil consulta
para la bibliografia guatemaiteca La introducción. cuerpo del trabalo rlc tcsis. redacción.
recome¡daciones v bibliografia son acordcs. valederas y se ajustan perlectamente al titulo
dc la ¡¡isma.

8¿. ayenid,a 20-22 zona I of¡c¡na 4 primer nivel Edificio Castañéda Molina
fel:57096727



Lic, Carl-os Antulio Salazar Urizar
Abogado y Notario

Colegiado 6279

.l Se ilevaron a cabo las modificaciones sugeridas ilurante la asesoria de Ia tesis. En
rciación a los obictivos de la tesis. los mis¡Ios son rele'"antcs va que indican el desar|ollo
y los aportes de las mcdidas resolutorias I-a hipótesis lbrÚrulada ! objeto del trabajo de
investigación. se comprobó y con ella se logró cstablecer lo relevantc del procedimiento
penal abreviado pa.a solucionar los contlictos generados por conductas ilicitas Ilevadas a
cabo por parle del sindicado

El trabajo de tesis cfectivamenre reún. los ¡equisitos legalcs del Aniculo il del
No¡mativo para la Elahoración de Tesis de Licencia¡ura en Ciencias Juridicas l Sociales \ del
E\amen General Público, por lo cual emito DIC'IA\ttrN FA\TORABLL. para que pueda
continua¡ con el teirnitc correspondlcnte, para elaluarse posteriomente por el 'lribunal
Examinador cn el Examen Público de Tesis. prcrio a optar al grado académico de Licenciado cn
Ciencias luridicas ] Sociales.

Muv atcntamente.

V77, /77)-"-)
Carlos Antulio Salazar Uri

¡8 ¡llll¡ ñt|¡| ¡nt ortr, _' :
,^gocA¡ro .¡ NOTArrc )

Asesor de Tes¡s
Col,/ 6279

8". aven¡da 20-22 zona 1 olicina 4 pr¡mer nivel Edificio Castañeda Molina
Teli 57096727
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES. GUATEMA¡A, 2'1 dE
junio de 2013.

Con vista en los dictámenes que añteceden, se autoriza la impresión del trabajo de tesis del

EStUdiANtE EDGAR DE JESÜS BARRERA SARCEÑO, titUIAdO ASPECTOS JURiDICOS OUE

INFORMAN LA IMPORTANCIA LEGAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ABREVIADO PARA

LA PRONTA REALIZACIÓN Y APLICACIÓN DE MEDIDAS RESOLUTORIAS DEL

CONFLICTO GENERADO POR LA CONDUCTA ILiCITA DEL SINDICADO, ArIíCUIOSI 31, 33 Y

34 det Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en C¡encias Juridicas y Sociales

y del Exar¡en General Público.
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A DIOS:

A MIS PADRES:

DEDICATORIA

Por las bendic¡ones recibidas en los claros desafíos, y

por la sabrduria de alcanzar este sueño.

Que en paz descansen, por los principios morales,

éticos y religiosos que me dieron, por su ejemplo y

dedicación, y por haberme incuicado el deseo de

superación

Por su apoyo incondrcional y comprensrón

Por su amor y comprensión

Mis hermanos y hermanas, por su apoyo moral.

La Universidad de San Carlos de cuatemala, por

haberme abierto las puertas para la formac¡ón

profesional.

La Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, por

haberme formado a través de sus docentes.

A MI ESPOSA:

A MIS HUOS:
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A:



lntroducción

é'-j'iDr\
(e€w;3)
f-^1 c'dz\ssl

Pás.

i

INDICE

1.

2.

cAPiTULo r

Prrncipios del derecho procesal pena¡ guatemalteco

1.1. Princ¡p¡o de ofcialidad

'1.2. Principio de contradicción

1.3. Principio de oralidad

'1.4. Princip¡o de concentración

1.5. Principio de inmediación

1.6. Princip,o de publicidad

1.7. Principio de sana crítica razonada

1.8. Principio de doble instancia

1.9 Principio de cosa juzgada

CAPITULO II

El proceso penal...

2. 1. Def nición

2.2. NaIu{aleza jurídica del proceso penal

2.3. Finalidad

2.4. Objeto del proceso penal.

10

10

11

15

15

15

16

19

2.5. Actividad jur¡sdjccional. . . 19



2.6. Sistemas del proceso penal...

2.7. lmplementac¡ón del sistema acusatorio

2.8. Establecimiento del juicio oral..

2.9. Organizac¡ón del sistema ludicial penal..

,é-r'.i'jF.^

l;i sEc¡o^R ÉE

Y".",..j/
Pág. 

-

31

34

412.l0.lnvestigación a cargo del Minister¡o Público...

c¡pírulo ur

Medidas desJudicializadoras.

3.1 Perspectiva criminológica.

3.2 lmportancia

3.3. Presupuestos político-criminales de la persecución penal...

3.4. Perspectiva dogmática

3.5. Criterios de interpretación.

cAPíTULo lv

Análisis jurídico de los aspectos que informan la ;mportancia del

procedimiento penal abrev¡ado para la realización y aplicac¡ón de medidas

resolutorias por la conducta ilícita del sindicado... ... ... ... ..

4.'1. Fase de instrucción...............

4.2. lnvestigación del Min¡sterio Público

4 3 Drhgencias previas. ....

45

45

48

51

58

60

4.

65

65

67

68

4.4. Actos de comun¡cación 70



45 Diligencias de investigación. . . . . . ...

4 6 Presencia del rmputado

4 7 Medrdas cáutelares .. ..

4 8. Recursos en la fase de instrucc¡ón

4.9. Fase rntermedia . ... . .. ...

4 1C. Recepción de las actuac'ones ........ ..

4 I 1. Examen de las actuaciones

4.12. Señalamiento y decisión sobre las pruebas propuestas.......... ..............

4.13. Ce¡ebración del iuicio oral

4 14 Ausencia del acusado . .

4 15 Presencra del acusaoo... .. ... ..

4 16. Aud.enc¡a prelimrnar

4.17. La prueba en el procedimiento abreviado... ... ... ... ... .

4 18. Documentación del acta de juicio

4.19. Aspectos jurídicos de Ja importancia del procedimiento penal

abrev¡ado para ¡a realización y aplicación de med¡das resolutorias del

concepto generado por la conducta ¡lícita del sindicado.

CONCLUSIONES

RECOMENDACIONES

r6h/.":&- "+
l;isilo¡r^¡u-!l
fzja-c'a,\Ee.tz

Pás.

71

71

71

72

73

76

76

77

7B

78

79

BO

80

83

84

95

BIBLIOGRAFIA 99



Á.iffi:d¿r¡
li9l"'*?\e"j

rNTRoDUccróN

Es fundamental el análisis jurídico de los aspectos que ¡nforman la importancia legal del

procedimiento penal abreviado, para la realización y aplicación de medidas resolutorias

del conflicto generado por las actuaciones ilicitas del sindicado, siendo el mismo un

mecanismo de simplificación del procedimiento.

El proced¡miento abreviado es un proceso penal usado para la instrucción,

enjuic¡amiento y fa¡lo de las causas por delitos castigados con pena privativa de

ljbertad, o con penas de otra naturaleza bien sean únicas, conjuntas o alternativas,

cualqurera que sea su cuantra o duracióq.

Los objetivos de la tesis, dieron a conocer que ei procedimiento abreviado, al solicitarse

como acto conclusivo del proced¡m¡ento preparatorio, da lugar a una audienc¡a en la

que el juez debe oir a las partes y valorar sus petíciones y los med¡os de investigación

que ias respaldan.

El procedimiento abreviado es la única oportunidad que tiene el Juez de primera

instancia, para d¡ctar sentencia En el procedimiento abreviado, la acción civil no se

discute, ya que ésta se analiza en la vía civil.

La sentencia debe basarse en el hecho acusado y aceptado por el ¡mputado, pudiendo

ei juez introducir circunstancias probadas durante el procedimiento, así como var¡ar la

adecuación típica o Ia forma de participación, el grado de ejecucrón del delito y ¡a torma

de culpabilidad.

El objetivo del procedimiento abreviado, es el de evítar la tramitación de un proceso en

donde existe consenso en cuanto a la realización de los hechos. aunque pueden ex¡stir

discrepancias en cuanto a la valoración juríd¡ca del m¡smo.

(i)
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La tesis se dividió en cuatro capítulos: el primer capítulo, es relacionado con los

principios del derecho procesal penal guatemalteco: principio de ofic¡alidad, principio de

contradicción, principio de oralidad. principio de concentración, princip¡o de inmediación,

pr¡ncip¡o de publicidad, princip¡o de sana crítica tazonada, principio de doble instancia, y

principio de cosa juzgada; el segundo capítulo, establece la importancia del proceso

penal, definicjón, naturaleza .iurídica, f¡nalidad. objeto, actividad jurisd¡ccional, sistemas

del proceso penal, ¡mplementación del sistema acusatorio, establecimiento del juicio

oral, organización del sistema judicial penal, organización del sistema judicial e

investigación a cargo del Min¡sterio Público; el tercer capitulo, indica las medidas

desjudicializadoras, la perspectiva criminológica importancia, presupuestos político-

criminales de la persecución penal, perspectiva dogmática y los criterios de

interpretación; y el cuarto capítulo. analiza jurídicamente los aspectos que informan la

importancia legal del procedimiento penal abreviado para la realización y aplicación de

medidas resolutorias de la conducta ilicita del sindicado.

La hipótesis formulada, comprobó que se produce un relevamiento de la obligación de

aportar prueba para acreditar la existencia del hecho, lo cual no implica que se haya

desv¡rtuado la presunc¡ón de inocencia, por cuanto la responsabilidad penal puede no

estar acreditada por existir circunstancias exirnentes de responsabilidad, como lo son

las causas de justificación o causas de inculpab¡lidad

Los métodos empleados fueron: método analítico, con el cual se dio a conocer la

importancia del procedimiento abreviado, método sintético, estableció sus

características; método inductivo, indicó las medidas resolutorias; y el deductivo, indicó

la regulación legal del procedimiento abreviado. Las técnicas uiilizadas fueron: fichas

bibliográficas y documental, con las cuales se recabó la informac¡ón doctrinaria y

rurídica relacronada con el tema oe la tesis

(i¡ )
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CAPíTULO I

1. Princip¡os del derecho procesal penal guatemalteco

A continuación se enumeran y explican los principios del derecho procesal penal

guatema¡teco, siendo los mismos los siguientes:

1.1. Pr¡ncipio de of¡c¡al¡dad

Este principio obliga al Ministerio Público a realizar o promover la pesquisa

objetiva de hechos criminales y a ¡mpulsar la persecución penal. La instrucción del

l\4inisterio Público requiere como supuesto, que el hecho pesquisado revista tos

caracteres de acción del¡ctiva y la investigación deja inlacto el derecho del

agraviado a participar en el proceso en calidad de parte.

1.2. Pr¡ncip¡o de contradicción

Con base a la garantía constitucional del derecho de defensa que asiste al

imputado, la leg¡slación adjeiiva penal establece un régimen de bjlateralidad e

igualdad, en la relación juridica procesal.

Esto da oportunidad suficiente a las partes procesales, para oponerse en iguales

condiciones de acusación y defensa. Las partes tienen amplias facultades para

hacer valer sus derechos y garantías en e¡ proceso penal, pues mientras el
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lMinisterio Público ejerce la persecuc¡ón penal, por otro lado el imputado trene,u &-9'

facultad de defenderse de esa ¡mputación que se le hace.

De ahí. que las partes por este principio. tienen el derecho del contradictorio, de

oponerse a la imputación que se les haga. Para que esto sea etectivo, se hace

necesario tamb'én, que ambas partes procesales, acLisación y defensa tengan los

mecanismos de ataque y defensa e idénticas posibilidades de alegación, prueba e

impugnación.

1.3. Princ¡pio de oral¡dad

"La oralidad asegura el contacto directo entre los elementos de prueba y eljuez de

sentencia, representa la forma natural de esclarecer la verdad, de reproduc¡r

lógicamente el hecho delictuoso, y de apreciar la condición de las personas que

suministran tales elementos' 1

En especial, la oralidad sirve para preservar el principio de inmediación la

pubiicidad deljuicio y la personalización de la función judicial.

La oralidad como principio procesal. encuentra su fundamento en el Artículo 362

del Código Procesal Penal Decreto 51-92 dei Congreso de Ia República de

Guatemala, que d¡ce: "El debate será oral. En esa forma se p¡oducirán las

I Bacrgalupo Enrique. Princ¡pios procesates. pág 45.
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declaraciones del acusado, de los órganos de prueba y las intervenciones de \3!:'/

todas las personas que participan en é1. Las resoluciones del tribunal se dictarán

verbalmente, quedando notificados todos por su emisión, pero constarán en el

acta del debate.

Asimismo también podrá proceder de acuerdo al párrafo tercero del Artículo 142

de este Código. en lo que fuere aplicable.

Quienes no pudieren hablar o no pudieren hacer en el ¡dioma oficial formularán

sus preguntas o contestaciones por escrito o por medio de intérpretes. leyéndose

o relatándose las preguntas o las contestaciones en la audiencia.

El acusado sordo y el que no pud¡ere entender el idioma oficial deberá ser

auxiliado por un intérprete para que le trasmita el contenido de los actos del

debate Asimismo también podrá precederse de acuerdo al párrafo tercero del

AriÍculo 142 en lo que fuere aplicable

1.4. Princ¡p¡o de concentración

La inmediac¡ón exige también una aproximación temporal enire la recepción de la

prueba y el pronunciamiento jurisdicc¡onal que se base en ella.

Por eso, los benefcios del principio se

debate debe realizarse durante todas

necesarias hasta su terminación.

aseguran mediante la regla de que el

las audiencias consecutivás que sean
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Esta concentración de los actos que integran el debate, asegura que la sentencia \Q"t

será dictada inmediatamente después de que sea examinada la prueba que ha de

darle fundamento, y de la discus¡ón de las pafes.

La relativa unidad de tiempo que resulta de esta regla, perm¡te la actuación

simultánea de todos los sujetos procesales y una valorac¡ón ¡ntegral de las

probanzas, alejando la posibilidad de que se olvide el resuliado de los medios

probatorios rec¡bidos, o los interprete de modo incorrecto.

Con este pdncipio se procura, por un lado, evitar que el fraccionamiento de los

actos del debate deforme Ia realidad con la introducción de elementos extraños, y

por el otro, asegurar que los recuerdos perduren en la memoria de los jueces en el

momento de Ja deliberación y de la decisión, que es la activ¡dad que encierra la

tarea de síntesis de todo el juicio, siendo necesario que el juez en el momento de

pronunciar el fallo, tenga vivo en la mente, todo lo que ha oído y visto.

"Entonces el debate y la subsianciación de pruebas del juicio oral, deben

realizarse en base a este princip¡o en forma concentrada en el tiempo y en el

espacjo determinado. Esio s¡gnifica que no pueden llevarse a cabo en localidades

diversas, salvo excepciones determinadas". 2

- Baaarentos Pellicer César. Elproceso pe¡al. Pág 32
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La concentración procesal, está regufada por el Código en el Artículo 360 det \:::-:y'
Código Procesal Penal Decreto 51-92 del Congreso de Ia República de

Guatemala: "Continu¡dad y suspensión. El debate continuará durante iodas las

audiencias consecutivas que fueren necesarias hasta su conclusión. Se podrá

suspender por un plazo máximo de diez dias, sólo en los casos sigu¡entes:

1. Para resolver una cuestión incidental o practicar algún acto fuera de la sala

de audiencias, ¡ncluso cuando una revelación inesperada haga indispensab¡e una

insirucción suplementaria, siempre que no sea posible cumplir los actos en el

intervalo, entre dos sesiones.

2. Cuando no comparezcan testigos, peritos o intérp¡etes y fuere imposible e

inconveniente continuar el debate hasta que se les haga comparecer por la fuerza

pública.

3. Cuando algún Juez, el acusado, su defensor o el representante del

Minislerio Público se enfermare a tal extremo que no pudiere cont¡nuar

intervin¡endo en el debate, a menos que los dos último puedan ser reemplazados

inmediatamente.

4. Cuando el Min¡sterio Público lo requiera para amp¡iación la acusación o el

acusado o su defensor lo soliciten después de ampliada la acusación, stempre

que, por las característ¡cas del caso, no se pueda continuar inmediatamente.

Excepcionalmente, el tribunal podrá d¡sponer la suspensión del debate, por

resolución fundada, cuando alguna catástrofe o algún hecho extraordinario similar

torne imposible su continuación.

El tribunal decidirá la suspensión y anunciará et día y hora en que continuará ta

audiencía, ello valdrá como citación para los que deban intervenir. Antes de
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comenzar la nueva audiencia, el presidente del tribunal resum¡rá brevemente los \<gj!y'

actos cumplidos con anterioridad.

El presidente cuidará que el debate no se prolongue más allá de la jornada de

trabajo; ordenará los aplazamientos diarios ¡ndicando el dÍa y la hora en la cual

continuará el mismo, salvo excepciones objetivamente calificadas por el tribunal".

La norma relac¡onada continúa con algunas causales que podrían motivar

suspensión del debate.

1.5. Pr¡ncipio de ¡nmed¡ac¡ón

"Como lóg¡ca consecuenc¡a de la vigencia del principio de oralidad surge el

principio de inmediación al lado del de la oral¡dad. Este principio aparece también

en la fase probator¡a y se une en forma inseparable a la oralidad para funcionar

como principios que otorga el tundamento al s¡stema acusatorio". 3

Para conseguir el imperio de la verdad es necesario que los sujetos procesales

reciban inmediata, d¡recta y simultáneamente los medios de prueba que han de

dar fundamento a ¡a discusión y a la sentencia. Por consiguiente, la regla de

inmediación implica:

- EI contacto directo del juez con ios elementos probatorios en que ha de

basar su juicio y decis¡ón

r Carnelutti Francisco Derccho procesal c¡v¡l y penal Pág 12
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- El contacto directo de todos los sujetos procesales entre sí, en el momento

de recibir esas pruebas Ambos aspectos son impodantes.

La presencia de los jueces implica, entonces, el desarrollo de ciertas cualidades

de observación, receptividad, reflexión y análisis.

El proceso penal produce consecuencias jurídicas de importancia, ya que genera

el título apto para entrar en la esfera lurídico fundamental de la libertad del

individuo

No puede, por tanto, consentirse que las actuaciones que dan base a la sentencta

se lleven a cabo en ausencra de los jueces.

Este pr¡ncipio procesal, se hace patente en e¡ proceso penal, pues de acuerdo con

el código, exige que el debate se realice con la presencia ininterrumpida de los

jueces llamados a dictar la sentencia, del Minister¡o público, del acusado, de su

defensor y de las demás partes o sus mandatarios; los sujetos procesales

principales, no pueden abandonar la sala donde se desarrolla el juicio, excepto las

partes civ¡les, y se encuentra regu¡ado en el Artículo 354 del Cód¡go procesal

Penal Decreto 51-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala
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"El principio de publ¡cjdad de las actuaciones procesales es el logro del

pensamiento liberal, frente al procedimiento escrito o justicia de gabinete del

antiguo régimen; el movimiento Iiberal opuso ia publicidad del procedimiento como

seguridad de los c¡udadanos contra el arbitrio y eventuales manipulaciones

gubernamentales en la constitución y funcionamiento de los tribunales, así,

también, como instrumento de control popular sobre la lusticia". 
a

El principio de publicidad tiene sus antecedentes en la Declaración Universal de

los Derechos Humanos, y es regulado en Artículo 10 que establece: "Toda

persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente

y con justicia por un tribunal independienie e imparcial, para la determinación de

sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella

en materia penal".

La función de los tr¡bunales de justicia en los procesos es obligatoria, gratuita y

pública. Los casos de diligencias o actuac¡ones reseryadas serán señaladas

expresamente por la ley.

El debate debe ser público, sin perjuic¡o de que el tribunál pueda resolver de oticio,

que se efectúe. total o parc¡almente, a puertas cerradas, lo que lógicamente

t tbio. Pág to



obedece a c rcunstancias que favorecen

casos muy excepc¡onales.

una mejor administrac¡ón de justicia, en

En este sentido, el tribunal puede resolver. aun de oficio, que se efectúe total o

Parcia¡mente y en Secreto, cuando:

- Afecte d¡rectamente al pudor, la vida o la integridad física de alguna de

partes o de persona citada para part'cipar en é1.

Afecte gravemente el orden público o la seguridad del estado.

- Peligre un secreto ofic¡al, particu¡ar, comercial o ¡ndustrial cuya revelacjón

indebida sea punible.

Esté prevrsto específrcamente

- Se examine a un menor, si el tribunal considera inconveniente la publicidad.

porque lo expone a Un peligro.

En este caso, la resolución será fundada y se hará constar en el acta del debate.

El t¡ibunal podrá ¡mponer a los que intervienen en el caso el deber de guardar

reserva sobre los hechos que presenciaren o conocieren. decisión que también

constará en el acta del debate.
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1,7. Princ¡pio de sana cr¡tica razonada

los autos y las sentencias, de manera explícita, el motivo y la

lo cual hace al juez reflexivo y lo obliga a prestar atención al

de las leyes o doctrinas que tienen relación con la cuestión

Obl¡ga a

razón de

debate y

litigiosa.

precrsar en

la decisión,

al examen

1.8. Princip¡o de doble ¡nstanc¡a

La Constitución de la República de Guatemala establece que en ningun proceso

habrá más de dos instancias, lo cual es un reconocim¡ento tácito de lo pactado por

Guatemala en tratados y convenios internacionales que garantizan el derecho de

recLr.rir al fallo. ante jLrez. o tribunal superior.

En el medio jurÍdico nacional. la doble instancia se identifica especialmente con

el recurso de apelación que impl¡ca la revisión íntegra del fallo de primer grado, así

favorezca o perjudique a quien lo haya interpuesto, incluyendo al procesado, lo

cual viola el princip¡o de fayor re¿ aspecto que corrige el actual códjgo procesal en

el Artículo 422 del Codigo Procesal Penal al establecer la reformat¡o in peus con

lo que, cuando la resolución sólo haya sido recurrida por el acusado o por otro en

su favor, no podrá ser modificada en su perjuicio, salvo en lo que se refiere a la

indemnización civil de los daños y perjuicios provocados.

t(l
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Las caracteristicas del sistema acusaiorio implementado en la nueva legislacionw
procesal penal, mod¡fican las formas tradic¡onales de apelación en el pats porque,

como queda dicho, ¡os tribunales de segunda instancia que conocen de las

sentencias y autos definitivos no tienen potestad para corregir ex-novo la causa y

corregir por ese medio todos los errores de hecho y de derecho que pueda

cometer eljuez de sentenc¡a.

"Para adquirir un mayor grado de certeza, disminuir los errores humanos y

controlar ia correcta aplicación del derecho sustantivo y procesal, sin perjuicio de

la doble ¡nstanc¡a, se esiablece un tribunal de sentencia integrado de manera

colegiada. Es una modifcación substancial de la forma en que la doble instancia

viene funcionando en Guatemala, pero que garantiza el derecho al reexamen de

Ias resoluciones judiciales por un tribunal de mayor jerarquía". 5

't.9. Pr¡ncipio de cosa ¡uzgada

''El fin del proceso judicial es la sentencia firme, que en el caso del derecho

procesal penal absuelve o condéna al acusado y es equivalente al iérmino, lÍmite,

consumación. objeto o motivo último". 6

i 
Cubas V¡llañueva, Víctor

" Díez Ripollés José Luls

El proceso penal. Pág 90

Manual de derecho procesal penal. Pé9 77

ll
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Lo anterior significa que ¡lega un momento en que las fases del proceso se agotan, \'.1'D"

en que la sentencia que lo concluye es irrevocable en su forma, no susceptible de

impugnación por haberse agotado o dejado de interponer los recursos pe(inentes.

l\¡aterialmente han concluido las posibil¡dades de un nuevo examen de{ fallo y, en

consecuencia, no podrá abri.se nuevo proceso por las mismas acciones entre las

mismas partes y con el mismo fin

La cosa juzgada implica: a) inimpugnabilidad; b) imposibilidad de cambiar de

contenido; c) no procede recurso alguno, y, d) ejecutoriedad, y capacidad de hacer

cumplir por medios coactivos lo dispuesto en la sentencia. Responde a una

neces¡dad de autoridad, en el sentido de que la sentencia adquiere carácter

defnitivo y que ¡a decisión contenida no será mod¡ficada.

La cosa juzgada, tiene excepciones y datos relevantes o causas desconocidas en

el proceso fenecido o nuevas circunstanc¡as que evidencian claramente errores

que hacen que la vé.dad jurídica sea maniflestamente dist¡nta a lo ocurrido en la

realidad objeiiva, o que se descubran act¡vidades dolosas que muestran que el

principio de cosa juzgada lesiona la justic¡a, y de que procede el recurso de

revisión, que más que un recurso es un procedimiento especial de reexamen de

una sentencia ejecutoriada.

Puede decirse que la revisión tamb¡én responde a la luz de los nuevos conceptos,

al principio de seguridad jurídica, pues no hay seg-undad donde hay injusticia. pero

la mayor justificac¡ón de la revisión es que el estado democrático contemporáneo.
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de manera \g'j9l

provocan la

protege bienes e intereses indiv¡duales, sociales y solidarios

coordinada, todo lo cual justifica la ampliación de los casos que

revisión

El Código Procesal Penal, Decreto 5l-92 del Congreso de la República,

consecuente con los modernos postulados jurídicos y la Constitución Política de

1985 anplía los motivos de revisrón:

Cuando se presenten documentos decisivos ignorados. extraviados y no

incorporados al procedimiento.

Cuando se demuestre que un medio de prueba, al que se le concedió valor

probatorio en la sentenc¡a es lalso. adulterado, falsificado o inválido.

Cuando la sentencja condenatoria ha sido pronunciada a consecuencia de

prevaricac¡ón, cohecho, violencia y otra maquinación fraudulenta, cuya

ex¡stenc¡a fue declarada en fallo posterior firme.

Cuando la sentencia penal se basa en una sentencia anulada o que ha sido

objeto de ¡evisión.

Cuando después de la condena sobrevengan hechos o elementos de

prueba que hacen evidente que el hecho o circunstancia que agravó la

imposición de la pena, no exisiió, o se demuestre que el condenado no

I:]
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La aplicación retroactiva de una ¡ey penal más benigna que la aplicada en la

sentencia.

Como puede verse por e¡ principio de favor rei. sólo procede la revisión conlra

sentencias condenatorias firmes.

Este mismo principio. motiva el que cuando en una nueva ley subslantiva se

desagraven delitos y por lo tanto se impongan penas menores sea revisado el

proceso porque se entiende que ha carnbiado el cr¡terio para calificar un hecho

deliciivo

il
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2. El proceso penal

Def¡nición

"Es el conjunto de actos regulados por la ley, y rea|zados con la finalidad de

alcanzar la aplicación judicial del derecho objetivo por med¡o de la averiguación de

la perpetración de los hechos de¡ictivos, la participación del sindicado. su

responsabilidad. la impos¡ción de la pena señalada y la ejecución de la misma". 7

2.2- Naturaleza jurídica del procéso penal

Para el anáfisis jurídico de la naturaleza del proceso penal, es necesario explicar

brevemente las siguientes teorías:

a) Teoría de la relaoón jurídica: en el proceso se da una relación de derecho

público, entre el juzgado y las partes. en la que cada uno tiene derechos y

obligaciones plenamente establecidos, debiendo darse para su existencia los

presupuestos procesales siguienies:

La existencia del órgano jurisdiccional.

2.1.

i tuio. eag 9s
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3. La comisión del delito.

b) Teoría de la situación juridica: es la que dice que son las partes. las que dan

origen, trámite y conclusión al proceso penal, no teniendo importancia la

participación del juzgador.

El proceso penal se conforma así:

- Actividades y formas: "Dentro del proceso se desarrollan una serie de

actividades dentro de las cuales hay formas o formalismos que cumplir, y como

ejemplo de ello se encuentra el interrogatorio a testigos". 8

- Órganos jurisdíccionales: son los preconstituidos de conformidad con la ley.

son creados por el Estado. quien les delega la función jurisdiccional.

2.3. F¡nalidad

El Código Procesal Penal Decreto 51-92 del Congreso de la República de

Guatemaia en el Artículo 5 regula: "El proceso penal tiene por objeto la

averiguación de un hecho señalado como delito o falta y de las circunstancias en

t F"irén Gu,llén. Viclor. Doctrina general del derecho procesal. Páq 101

t6



que pudo ser cometido; el establec¡rnienio de la posible participación del

sindicado; el pronunciamiento de ia sentencia respectiva, y la ejecución de la

misma"

"Doctrinariamenie el proceso penal conliene fines generales y específcos. Los

fines generales, son los que coinciden con los del derecho penal en cuanto t¡ende

a la defensa social y a la lucha contra la delincuencia, y además coinciden con la

búsqueda de Ia aplicación de la Jey a cada caso concreto, es decir, jnvestigar el

hecho que se considera delictuoso y la responsabilldad criminal del acusado". e

En cuanto a los fines específicos, tienden a la ordenación y al desenvolvim¡ento

del proceso y coinciden con la investigación de la verdad efectiva, material o

histórica, es decir, el castigo de los culpables y la absolución de los inocentes

conforme a la real;dad de los hechos, y como consecuencia de una investigación

total y libre de perjuicios, y se basan en la reintegración del autor y la seguridad de

la comunidad jurídica.

En el Artículo 5 del Códjgo Procesal Penal, se encuentra plasmado el principio de

verdad real, por medio del cualr

a) Se establece si el hecho es o no constitutivo de deiito

'r Fontecilla Rrquehne Rafael Tratado de derecho procesal. Pág 123

li



b) Se determ¡na la posible participación del srndicado.

c) Se establece el pronunc¡amiento de {a

imposición de una pena.

sentencia, la cual conlleva la

d) La ejecución.

Sus fines generales son los siguientes

a) Mediatos: la prevención y represión del delito

b) lnmediatos: investigar si se ha cometido un delito por parte de la persona a

quien se le imputa el delito, su grado de participación, su grado de responsabilidad

y la determinación y ejecución de la pena.

Sus fines específicos son los siguientes:

a) La ordenación y desenvolvim¡ento del proceso.

b) El establecimiento de la verdad histórica y material.

c) La ind¡viduahzación oe ¡a personalidad justificable

t8



2.4. Objeto del proceso penal

El objeto del proceso penal es de carácter inmediato. y consiste en el

mantenimiento de la legalidad establecida por el legislador. También, su objeto

consiste en la protección de los derechos de los particulares.

2.5. Act¡v¡dadjur¡sd¡cc¡onal

"La jurisdicción penal o criminal, es la que se instruye, tramita y falla en el proceso

penal, el suscitado para la averiguación de los delitos. la imposición de las penas o

absolución que corresponda". 1o

La func'ón judsdiccional comprende la instrucc¡ón, el trámite y la sentencia en el

proceso penal, lo que equivale a ser citado, oído y vencido, que a su vez

constituye el conten¡do de administrar justicia.

Las funciones de la actividad jurisdicc¡onal son las siguientes:

a) Función de enju¡ciamiento: es la potestad pública que tienen los tribunales

para conocer los procesos pena¡es y conocer los del¡tos y las faltas.

"' tbid. Pág 67
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b) Función de dec¡araciónr es ra facurtad concedida por er Estado " '". ffi:
tribunales competentes para conocer de los procesos penales, y decidirlos

medrante la emisrón de una sentencia.

c) Función de ejecución: el juez elecuta o hace valer fo que se ha declarado

en una sentencia firme, mediante los juzgados de ejecución. Consiste en la

facultad o potestad que tienen los órganos jurisdicc¡onales, para hacer que se

cumplan las decisiones que se adoptan.

Las caracterísricas de ta actrvidad luflsoiccronar son las sigurentes.

Las característjcas esenciales de la actividad jurisdiccional son que es

irrenunciable e indelegab¡e, de conformidad con el Artículo 39 del Cód¡go Procesal

Penal. Decreto 51-92 del Congreso de la República de Guatemala.

Es irrenunciable, debido a que ningúnluez puede renunc¡ara Ia jurisdicción que le

ha s¡do atr¡buida.

Es indelegable, ya que ningún luez puede delegar en otra persona la potestad

jurisdjccional que le ha sido otorgada.

La regulación legal de la tunción jurisdiccional penal se encuentra en el Articuto

203 de la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala: "lndependencia del

Organismo Judicial y potestad de Juzgar. La justicia se imparte de conformidad
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con la Constitución y las leyes de la República. Corresponde a los tribunales de

justicia la potestad de juzgar y promover la ejecuc¡ón de los juzgados. Los otros

organ¡smos del Estado deberán prestar a los tribunales el auxilio que requ¡eran

para el cumplimiento de sus resoluciones

Los magistrados y jueces son ¡ndependientes en el ejercicio de sus funciones y

únicamente están sujetos a la Constitución de la Repúbl¡ca y a las leyes. A

quienes atentaren contra la independencia del Organismo Judicial, además de

imponérseles las penas ftadas por el Código Penal, se les inhabilitará para ejercer

cualquier cargo público

La func¡ón jurisdiccional se ejerce, con exclusividad absoluta, por la Corte

Suprema de Justicia y por los demás tribunales que la ley establezca.

Ninguna otra autoridad podrá intervenir en Ia administrac¡ón de justicia".

El Articulo 57 de la Ley del Organismo Judicial, Decreto 51-92 del Congreso de ta

República de Guatemala regula: "Justicia La función jurisdiccional se elerce con

exclusividad absoluta por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales

establec¡dos por la ley a los cuales coÍresponde la potestad de juzgar y promover

la ejecución de lo juzgado.

La justicia es gratuita e igual para todos, salvo lo reiacionado con las costas

judiciales, según la materia en l¡tigio foda persona tiene libre acceso a los

tr¡bunales para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos de conformidad

con la ley".

2l
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El Artículo 57 de la Ley del Organismo Judicial. Decreto 51-92 del Congreso de la

Repúb¡ica de Guatemala regula: 'Jurisdicción. La jurisdicción es única. Para su

ejercicio se distribuye en los s¡guientes órganos:

a) Corte Suprema de Justicia y sus Cámaras.

b) Cortes de Apelaciones.

c) Sala de la Niñez y Adolescencia.

d) Tribunal de lo contencioso-administraiivo

e) Tribunal de segunda instancia de cuentas.

f) Juzgados de primera ¡nstancia

g) Juzgados de la Niñez y la Adolescencia y de Adolescentes en Conflicto con la

Ley Penal y Juzgados de Control de Ejecución de Medidas.

h) Juzgados de paz o menores

i) Los demás que establezca la ley.

En la denominación de jueces o tribunales que se empleen en las leyes, quedan

comprendidos todos los iuncionarios del Organismo Judicial que elercen

jurisd¡cción, cualesquiera que sea su competencia o categor¡a".

El Artículo 37 del Código Procesal Penal, Decreto 5'1-92 del Congreso de la

República de Guatemala regular "Jurisdicción penal. Corresponde a la jurisdicción

penal conocimrento de los delttos y las faltas.

Los tribunales tienen la potestad pública, con exclus¡vidad, para conocer los

prccesos penales, decidirlos y ejecutar sus resoluciones'.



El Artículo 38 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala regula: "Ext¡nc¡ón. La jurisdicción penal se extenderá a

los hechos delictivos cometidos en el ter¡itorio nacional en todo o en parte, y a

aquellos cuyos efectos se produzcan en é1, sa¡o lo prescrito por oiras leyes y por

tratados internaclonales"

El Ar1ículo 39 del Código Procesal Penal, Decreto 5'1-92 del Congreso de la

República de Guatemaia regula: "lrrenunciabilidad. La jurisdicción penal es

irrenunciable e indelegable".

2.6. Sistemas del proceso penal

La historia ha demostrado que en su trayecto, se han adquirido y confgurado

determinadas formas del pfoceso penal, las cuales se han adecuado a las

circunstancias económicas, sociales y políticas de Íos mismos, de donde han

surgido tres sistemas procesales básicos, siendo ellos el inquisitivo, el acusatorio y

el m¡xto.

En cada uno de ellos, la función de acusación. de defensa y de decisión reviste

diversas formas, por la naturaleza misma de cada sistema procesal. Es esencial el

estudio de los sjstemas procesales, pa€ estar en condiciones de comprender en

mejor forma el sistema procesal penal ¡mperante en Guatemala.

:l
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a) Sistema inquisitivo: "Este sistema tuvo su or¡gen en Roma y su

denominación proviene del vocablo lnqu¡s¡Ío. Después de varios siglos de

vigencia y ya en época avanzada del imperio, la accusat¡o cede su puesto a una

nueva forma de procedimiento conocida como cogn¡t¡o extra ord¡nem, derivada de

las nuevas ideas políticas, de las necesidades de la expansión y de la posibilidad

de los ciudadanos en su función de acusar, motivada por el cambio de

costumbres". ll

Este nuevo procedimiento tiene ya una tendencia inquisitiva, y se caracteriza

porque e¡ acusador se convierte en simple denunciante; y funcionarios especiales

que llevaban adelante la acusación, después de una investigación secreta; el

juzgador toma una pa.tic¡pación activa en todo el proceso e ¡nterviene de oficio:

desaparece el jurado y en su lugar se establecen mag¡strados que obran como

delegados del emperador.

Dicho sistema se desa¡ro,ló y tuvo su pleno apogeo en la Edad Media El proceso

inquisitorio es cruel y viola las garantías individuales. Este sistema establece la

forma escrita, la prueba legal y tasada, la secretividad y tiende a que ias funciones

procesales de acusación, defensa y decisión se concentren en el juzgador. Ante

tales característ¡cas el proceso penal en la etapa medieval se tornó en lento e

ineficaz

Lr 
Binder, Alberio. lntroducc¡ón alderecho procesatpenat Paq 45
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El rmputado se convierte en un objeio, y dela la condición de parte. Pero lo mas &*"r'

nefasto, es que daba lugar a que a los delincuentes de clases sociales bajas se

les impusieran penas graves y gravísimas, y. a los integrantes de las clases

sociales altas se les impusieran penas leves.

En esa época, el proceso penal empezó a tomar un carácter politico y de defensa

de la clase dominante.

"En este sistema los magistrados o jueces son permanentes; el juez es el mismo

sujeto que investiga y dir¡ge. acusa y juzgat la acusación la puede ejercer

indistintamente el procurador o cualquier persona, la denuncia es secreta; es un

procedimiento escrito. secreto y no contradictorio en el que impera con relación a

la valoración de la prueba el sistema legal o tasado: finalmente en relación a las

medidas cautelares la prisión preventiva constituye la regla general". J2

Sus características son las siguienies:

- El procedimienio se inicia de oficio, es de naturaleza escrita y secreta,

admitiéndose incluso para iniciarlo la denuncia anónima lo que resuelve la falta de

acusador.

ll Levene. Rrcardo. Maaual de derecho procesat penat pag 90
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pa.a convertirse en- La justicia penal pierde el carácter de justicia popular

justic¡a estatal.

- Con respecto a la prueba, el juzgador

convenientes prevaleciendo el uso del tormento.

para obtener la confesión del acusado que era la

las de los testigos, las pruebas eran valorizadas

legal o tasada.

elegÍa a su criter¡o las más

el cual era utilizado comúnmente

pieza fundamental, y en ocasión

a través del s¡stema de prueba

- Este sislema es objeto de muchas criticas, puesto que veda los derechos y

garantías mínimas del imputado, que como todo ser humano, tienen derechos

mínimos qüe deben obsérvarse dentro de cualquier ordenamiento jurídico. tales

como el derecho de defensa y publicidad.

- El derecho de defensa es nulo y la poca que hay se permite, es realizada por

el propio juez con el fin de demostrar su bondad ante el propio acusado; es más el

derecho de acusación, de defensa y de decisión están concentrados en eljuez.

- En este sistema no se dan los sujetos procesales: el procesado no es tomado

como sujeto de la relación procesal penal, sino como objeto del mismo.

- Es un sistema unilateral, o sea, de un juez con actividad uniforme opuesto al

sistema acusatorio que es un sistema de partes.

tó



b) Sistema acusatorio: este sistema

proviene del vocablo acusafio. Tuvo sus

y fue mejorado en Roma.

'é*trAli5"ñ;?i

es e{ mas antrguo y su denominacrón 
qD

orígenes en la época antigua. en Grecia.

En el proceso histórjco, el sistema acusatorio es el que se manifiesta en primer

lugar, y asÍ haciendo referencia al procedimiento seguido por los atenienses, en el

que, con las limitaciones debidas a las ideas politicas y sociales de ¡a época, se

encuentra el principio de la acusación popular mediante el cual, todo ciudadano

libre estaba facultado para ejercer la acción penal de los delitos públicos.

El acusador debía ofrecer las pruebas y el imputado podía solicitar un término

para su defensa, no obstante estar autonzada la tortura.

Los antecedentes h¡stóricos del sistema acusatorio se remontan al derecho

romano, específicamente en la época de Diocles¡ano, por el poder absorbente del

emperador que hacia ¡as veces de juez, alcanzó su mayor esplendor en la Edad

Media, en donde el delito se convierte en un pecado y por lo tanto. la confesión del

reo adquiere una importancia fundamental, este sistema fue adoptado

rápidamente en la generalidad de pa,ses eu'opeos.

En este s¡stema, ias funciones de acusación, de defensa y de decisión están en

manos de una sola persona, que es el JUez. Es un sistema escrito en iodos los

actos procesales, incluyendo la prueba y las defensas, niega la publicidad de los

actos realizados, otorgando una publicidad limitada a las partes. Los actos

17
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decisión final

act¡vamente en

se cumplen en

la puede d¡ctar

n¡nguna actividad

forma cont¡nua

cualquier juez,

procesal

y como estos son

aunque no haya

escritos. la

participado

Sus características son las siguientes:

- En este sistema concurren los principios

contradicción, imperando además los principios

concentración de todos los actos procesales.

- Ei procedimiento penal se inicia a instancia

popular, ya que se da derecho de acusar, no

ciudadano.

El juez dispone de amplios

recabando todas las pruebas.

poderes de investigación para dirigir el proceso,

pub¡icidad, oralidad

igualdad, moralidad

de parte, dándole vida a la acción

sólo a la victjma. sino a cualquier

El juez

presidir y

v

v

de

de

- Las pruebas son propuestas y aportadas libremente por las partes y la

valoración la efectúa el juzgador de acuerdo al principio de libre va{oración de la

prueba conocido como sana critica.

- Las funciones procesales fundamentales están separadas.

únicamente es el mediador durante el proceso penal, ya que se limita

encara los debates

28
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Este sistema se caracteriza por {as máximas siguientes: eljuez no puede proceder \9!})/

más que a instancia de parte, el juez no debe conocer más de lo que pidan las

parles. no hay juez sin actos, el juez debe juzgar según lo alegado y probado por

las partes.

c) Sistema mixlo: tratando de encontrar un proceso adecuado e intermedio

entre los sistemas procesales anteriormente citados, donde se mantuviera la

secretividad en aquellas diligencias en que dicha exigencia fuera ¡ndispensable. y

la publicidad al recibir ¡a prueba y presentar los alegatos. se ensayaron fórmulas

procedimentales que mezclaron lo secreto y lo escrito del sistema inquisitivo y lo

público y oral del sistema acusatorio.

En este sentido, fueron los franceses quienes encontraron el proceso adecuado, y

de ahí que, en la actualidad, ya son varios los países que aplican fórmulas

idénticas a las de los franceses.

El s¡stema mixto ha nacido de una aspiración, o melor dicho, de una necesidadl

Esta es Ia de conciliar hasta donde sea posible los dos principios fundamentales

del sistema acusator'o e inquisitivo; es decir, el inlerés individual del procesado y

el de la sociedad, como ofendida, considerada con facultad para castigar al

delincuente.

Con esa conciliación, como es natural, se persigue la finalidad de buscar la

manera de que no se sacr¡fique un principio en favor de otro. Por esa causa, es

lrl
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que dentro del sistema procesal mixto, se combinan ¡os caracteres del acusatorio

y del inquisitivo para garantizar de ese modo, en forma equitativa, los derechos de

la acusación y la defensa.

En Guatemala, han habido muchos intentos de reformar la legislación procesal

penal, pero es hasta ahora que se ha pueslo en vigencia un proceso penal con

características del sistema procesal mixto, adaptado a la realidad nacional y

contenido en el Decreto número 51-92 del Congreso de la República, vigente a

partir del uno de junio de mil novecientos noventa y dos.

Sus característic€s son las siguientes:

- Es una combinacjón del sistema ¡nquisitivo que aporta la fase de instrucción

y del sistema acusatorio, que aporta la fase deljuicio denominada también debate,

plenario o decisiva.

- Su principal objetivo es equilibrar los intereses del individuo con los intereses

de la sociedad.

- En la eiapa de instrucción predomina la secretividad, la brevedad o sumano,

la investigación sin contradictorio. En la fase de¡ juicio por su pafte, predomina la

oralidad, la publicidad, la inmediación y la economía procesal.

Irl



¡flr"'"b
t_eJ 

- 

¿-q_

t._i'{t@ ^e¡Y"l ¡'J
- La prueba es de l¡bre valorac¡ón por el juzgador, lo que se conoce como sana \vajj'/

crítica, o lo que el actual Código Procesal Penal denomina sana critica razonada.

- El tribunal no interviene en la instrucción del proceso y puede ser unipersonal

o colegiado.

"El juicio oral, público, contradictorio, continuo, se presenta como el mecanismo

más práctico para lograr la reproducción lógica del hecho delictuoso, como el más

eficiente para descubrir la verdad; como el más idóneo para que el juez forme su

corrccto y maduro convencim¡ento como el más capaz de excluir el arb¡trio judicial

y dar a las paries oportunidad para defender su interés, como el que permite al

contralor público de los actos judiciales, que es fuente de rectitud, de ilustrac¡ón y

de garantía de just¡cia, como el que mejor responde a las distintas exigencras

constitucionales"l3

2.7. lmplementac¡ón del sistema acusatorio

Existen dos sistemas clásicos y predominantes de organización del proceso penal

el acusatorio y el jnquisitivo. En Guatemala, hasta antes de la vigencia del Decreto

51-92 del Congreso de la República, imperó el sistema inquisitivo.

'' tuia. e:g sa
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-";.Fi;ut"$\Egg./El s¡stema inquisitivo es ad hoc paru gob¡ernos autoritarios, ya que la persecución

penal constituye un derecho de los órganos jurisdiccionales cuya intervencton no

requiere de solicitud o de la actividad de acusador, lo que permite la actuación

oflcial y la marginación del sistema de justicia para numerosos de¡itos.

La acusación y lá func¡ón de.iuzgar se encuentran reunidas en el juez, frente al

cual el imputado está en una posición de desventaja, pues el carácter semisecreto

y escrito, dificulta la delensa e impide contraponerse al investigador por su papel

de juez y parte: prevalece asimjsmo, la prisión provisional del procesado: la

dirección de las pruebas está a cargo deljuzgador quien dispone del proceso.

El nuevo Código Procesal Penal, recepciona a Guatemala el sistema acusalorio,

que responde a concepciones políticas y democráticas entre las cuaies se

encuentran el reconocimiento, protección, y tutela de las garantías individuales.

Este sistema se caracteriza por Ia separación de las funciones de invesligar y

juzgar, con Io que el órgano jurisdiccional no está vinculado a las pretensiones

concretas del querellante o de la sociedad representada por el Ministerio público,

todo lo cual coloca al imputado en igualdad de derechos con la parte acusadora.

Esle procedimiento está dominado por las reg¡as de la publicidad y la oralidad de

las actuaciones jud¡ciales y de la concentración e inmediación de la prueba.

Prevalece como regla general, la l¡bertad

definitiva, y el juez mant¡ene una act¡tud

cargo y descargo, consecuentemente, el

personal del acusado hasta la condena

pasiva en la recolección de pruebas de

proceso está condicionado al hecho de
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que algu¡en lo inste, tarea que corresponde al Estado a través del órgano \t!!}:'}/

acusador que delende a la sociedad frente al delito.

2.8. Establecim¡ento del juicio oral

Las nac¡ones más avanzadas han adoptado, en su mayoría, el procedimiento oral

y público. que confiere a las partes e¡ impulso procesal, permite al juzgador

relacionarse directamente con el imputado y recibir personalmente los alegatos,

así como participar en la producción de las pruebas mediante audiencias

concentradas.

Todo lo cual, acelera el procedimiento que se efectúa en presenc¡a del público.

Asim¡smo, posibiliia al tribunal de sentencia una visión concreta imparcial, objetiva

y directa del hecho que se juzga y el conocímiento de las características

personales del acusado y del contexto en que aciuó así como de las

argumentaciones de las partes.

"El principio de oralidad rige espec¡almente en la fase del debate, en la que los

jueces deberán djctar sentencia exc¡usivamente sobre lo planleado en su

presencia y en diligencias de prueba concentrada". 1a

la 
Oré Guardra, Javier. Manual de derecho procesat penat. páo 109
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Sólo en casos especiales es posible la lectura de un documento; y las diligencias \gDrl

de prueba ant¡cipada escritas deberán ser necesariamente leídas en audiencia

pública y recepcionadas para tener val¡dez, con pa(icipación de las partes. Siendo

público el debate, es posible conocer y evaluar lo que ha determinado al juez

dictar la sentencia.

Los principios modemos del proceso oral, se fundan principalmente en la

colaboración directa entre eljuez y los abogados, la confianza y naturalidad de sus

relac¡ones y el diálogo simpliflcador consistente en pedir y dar explicaciones con el

fin de esclarecer la verdad.

Los jueces pueden tomar parte activa pero limitada en el debate, para hacer

preguntas y objec¡ones a las partes y a ios testigos, y peritos e interrogar sobre

cuestiones esenciales que motivan el proceso.

La implementación del juicio oral en Guatemala, corresponde a la demanda

nacional de pronta. efectiva, expedita y honesta admin¡stración de justicia y

reestructuración y cump¡imiento del derecho Tampoco es extraño al derecho

maya que es oral.

2.9- Organizaeión del s¡stema jud¡c¡al penal

"EI buen func¡onamiento de la justicia depende de la correcta división de

atribuciones, y del cumplim¡ento estricto de la tarea constitucional encomendada a
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los ir¡bunales. Cuenta también, la forma en que se distribuyen las autoridades e1:jj-/
judiciales en el territorio nacional. la división de la competencia, la conformac¡ón

de los tr¡buna¡es y el número defuncionarios que se asignen". i5

- Juzgados de paz: la función primordial de estos juzgados es ei conocimiento

de: a) faltas. b) delitos conira la seguridad del tráns¡to y, c) aquellos cuya pena

principal sea de multa conforme el procedimiento específco del juicio por faltas

que establece la ley. Es importante tomar en consideración las modiÍcac¡ones

efectuadas a la Ley en cuanto a la delimitac¡ón de competenc¡a de estos juzgados

y al surgimiento de los luzgados de paz móviles

- Juzgados de Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente: es conocido el

incremento generalizado de la criminalidad y descomposición social que producen

las acc¡ones delictivas de narcoactividad. Asimismo. la defensa del ambiente se

transforma en una tarea prioritaria de toda sociedad. Por lo anterior, se crean los

juzgados de narcoactividad y delitos contra el ambiente. No se trata de tribunales

especiales, sino de un sector de la jurisd¡cción penal ordinaria que se especializa

con el fin de obtener mejores resultados en la defensa de delitos graves. Existe

una d¡visión de competencia material de la jurisdicción ordinaia, y en tal sentido

se crean: los juzgados de Primera lnstanc¡a de Narcoactividad y los Juzgados de

Primera lnstancia de Delitos contra elAmbiente.

'ttio. eeg lo
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Los m¡smos, se encuentran encargados de d¡r¡gir y controlar la averiguación e \<g9,/

investigación penal realizada por el Ministerio Público, y de calificar la solicitud

oficial de acusación o sobreseimiento en este tipo de delitos Corresponde a la

Corte Suprema de Justic¡a determinar su número y competencia territorial.

Concluida la fase intermedia, se trasladará el expediente a los tribunales

competentes que son:

a) Los Tribunales Ce Sentencia y Narcoact¡vidad

b) Los Tr¡bunales de Sentencia de Delitos contra el Ambiente

Se jntegran por tres jueces de sentencia de procedimiento ordinario designados

por sorteo. El tribuna¡ se formaré únicamente cuando se decida la apertura a juioo

por eljuzgado de primera instancia.

- Juzgados de Primera lnstancia: tjenen a su cargo el control de las actividades

de investigación rea¡izadas por el l\4inister¡o Público así como la protección de los

derechos del imputado.

Conocen la suspensión condicional de la persecución penal y del procedimiento

abreviado; pueden desaprobar la conversión planteada por el Ministerio público,

cuando consideren que es ¡mprocedente.

.ló



Se encargan de la tramitación y solución del procedimiento intermedio, es decir,

deciden sobre ei sobreseimiento, clausura, archivo o apertura a Juicio oral y deben

dictar sentencia en el único caso del procedimiento abreviado, que procede

cuando el M¡nisterio Público estima suflc¡ente la imposición de una pena no mayor

de dos años de privación de libertad, o de una pena no privativa de libertad o aún

en forma conjunta.

S¡ eljuez admite la solicitud oficial, oirá al imputado quien deberá estar de acuerdo

con la solicitud del Minister¡o Público, lo cual implica la admisión del hecho

atribuido en la acusación y su participación en éi y dictará la sentencia srn más

trámite Podrá absolver o condenar, pero la condena no podrá superar la pena

requerida por el acusador.

- Tribunales de sentencia: tienen a su cargo el debate y pronunciar la sentencia

respectiva en los procedimientos comunes. Conocen además del procedimiento

especial por delitos de acción privada, así como del juicio para la aplicación

exclusiva de medidas de segur,dad y correcc(ón

Se integran por tres jueces letrados, que deliberan inmediatamente después de

clausurado el debate, valoran la prueba y deciden por mayoría de votos.

- Salas de la Corte de Apelaciones: la segunda instanc¡a no solo permjte la

revisión de las resoluciones dictadas por jueces de menor grado, sino que

constituye la única forma de control para quien decide, pues permite el reexamen

del fallo.

i7
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S¡n embargo, la apelación de autos, en Guaternala se había transformado en una RgZ

medida retardada de la administración de justicia. Para resolver esta situación, se

planteó una forma de apelación limitada a ciertos autos y caracterizada, por regla

general. por la no suspensión del trámite de primera instancia.

Las Salas de Apelaciones conocerán de las apelaciones de los autos dictados por

los juzgadores de primera instancia y, del recurso de apelación especiai de los

fallos definrtrvos del tribunal de sentencra

- Corte Suprema de Justicia: conoce del recurso de casación interpuesto

contra las sentencias definitivas emitidas por las Salas de Apelaciones y tambjén

de las solicitudes de revisión.

As¡mismo, tramita y resuelve las solicitudes relativas al procedimiento especial de

averiguación.

También puede autorizar que el plazo máximo fúado para la prisión preventiva se

prorrogue cuantas veces sea necesario, fijando el tiempo concreto de la

ampliación, en cuyo caso debe indicar las medidas necesarias para acelerar el

trámite del procedim¡ento, y queda a su cargo el examen de la medida cautelar.

En cuanto a la revisión, con el fin de evitar injusticias se flexibil¡za el principio de

cosa juzgada para favorecer al reo y por lanto fueron ampliados los molivos que

permiten a la Corte Suprema de Justic¡a Íeexaminar un iallo.

i8
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Procede esta acción cuando nuevos hechos o elementos de prueba, por sí solos o

vinculados con los examinados en el procedimiento anterior, sean suficientes para

fundar ia absoluc¡ón del condenado o ¡mponer una condena menos grave.

- Juzgados de ejecuciónr intervienen en la ejecución y control de las penas

establecidas en sentencia frme.

Revisan el cómputo practicado en la sentencia, con abono de la prisión sufrida

desde la detención y determinan con exactitud la fecha en que finaliza la condena,

asi como el día a partir del cuai el condenado podrá requer¡r su libertad

condicional o rehabil¡tación.

Resuelven lo relat¡vo a las solicitudes planteadas por el reo sobre los derechos y

facultades que las leyes penales, penitenciarias y los reglamentos otorgan durante

el cumplimiento de las sanciones.

Conocen de los ¡ncidentes relatjvos a la ejecución y la extinción de Ia pena, los

incidentes de libertad anticipada y lo re¡acionado a la revocación de la tibertad

condic¡onal

Contro¡an el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario, y rcalizan

inspecciones de los centros carcelarios y pueden hacer comparecer ante sí a

penados, con fines de vigilancia y control.

las

los
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Estas dos actividades pueden ser delegadas en inspectores. Cuando el

condenado no pague la pena de multa impuesta, trabará embargo sobre bienes

suficientes que alcancen a cubrirla y si no fuere posible, lransformará la multa en

prisión.

Le corresponde tambjén al juez de ejecución ordenar las comunicaciones e

inscripciones que correspondan de acuerdo a las inhabilitaciones establecidas en

la sentencia. Conoce de la rehabilitac¡ón de los derechos en susoenso.

Resuelve la conmutación de la pena pr¡vativa de libertad prevista en la sentencia y

aprueba el perdón del ofendido en los casos y con las formas señaladas por la ley

Promoverá la revis¡ón de la sentencia ejecutoriada, cuando entre en vigencta una

ley más favorable y ejecutará el cumplimjento de las medidas de seguridad y

corrección impuestas en sentencia para lo cual determinará el establecimienio

adecuado para su cumplimiento y firmará un plazo no menor de seís meses para

examinar periódicamente la situación de quien sufre una medida. El examen se

ilevará a cabo en audiencia oral.

Por último, cuando se acuerde la suspensión condiciona{ de la persecución penal

y se disponga un período de prueba al que deberá someterse el p¡ocesado para

mejorar su condición moral, educacional y técnica, el juez de primera jnstancia

so¡icitará al de ejecución que vigile la observancia de las impostclones e

instrucciones y que comunique cualquier incumplimiento según la reglamentación

t0
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dictada al efecto por la Corte Suprema de Justicia. Controlarán también el \\gt/

cumplimiento de las medidas de seguridad impuestas en el procedimiento especial

respectivo.

La Corte Supremá de Justicia debe distribuir la competencia territoria¡ de dichos

órganos jurisdiccionales y reglamentar su organización y d¡stribución.

2.10. lnvestigación a cargo del M¡nisterio Públ¡co

"La investigación penal, no está inmersa dentro de la función jurisdiccional. Ambas

actividades tienen un m¡smo fn: la realización de la Justicia penal. Pero son

diferentes y excluyentes, debido a que se acusa con fundamento o se juzga

imparcialmente". r6

Por lo anterior. el Código Procesal Penal atribuye acertadamente al Ministerio

Público Ia función de investigar bajo conirol Jurisdiccional desde el momento de la

noticia criminal Le otorga además el ejercic¡o de la acción penal y la calidad de

parte protagonista esencial del proceso.

La Constitución Política de la República. de conform¡dad con el Adículo

establece que el l\4inisterio Público, auxilia a ta administración pública y

tribunales, en forma independiente, es decir autónoma.

l" 
Par Usen José ¡rynoa. El juicio oral e¡ el proced¡m¡ento penal gu¡temalteco. pág 20

251,
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De ahí, que la función invest¡gat¡va con intervención de un juez conüalor de los \<ggtl

hechos que pudieran generar acción penal corre a su cargo. En efecto en el

ordenamiento adjelivo penal y la Ley Orgánica del Min¡sterio Público, se encuentra

desarrollada la parte conducente del precepto constitucional comentado.

El Minister¡o Público. como institución goza de plena independencia para el

ejercic¡o de la acción penal, y la investigación de los delitos en la forma

determinada en el Código Procesal Penal Ninguna autoridad podrá dar

instrucciones al Jefe del l¡inisterio Públim o sus subordinados respecto a la iorma

de Ilevar adelante la investigación penal o limitar el ejercicio de la acción, de

conformidad con elArticulo 46 del Código Procesal Penal.

''El Min¡sterio Público, por medio de los agentes que designe, tendrá la facultad de

practicar la averiguación por los delitos que el código le asigna, con intervenc¡ón

de los jueces de p,"imera instancia como contrálores jurisdiccionales". 17

El l\,linisterio Público, actuará ¡ndependientemente, por su propio impulso y en

cumplimiento de las funciones que le airibuyen las leyes sin subordinación a

ninguno de los organjsmos del Eslado ni autoridad alguna, salvo lo establec¡do en

la ley.

'- tuia. eag r t
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arbitrariedades que desnaturalicen el imperio de la ley, esto quiere decir, que entre

sus flnes principales, está el cumplimiento de las leyes del pais.

La protección de los derechos humanos exige gaanlizat ¡a as¡stencia jurídica de

los procesados penalmente.

Para elio, se han creado instrumentos en el derecho moderno adecuados para la

defensa en el juicio para todos los gobernados, y no sólo para aquellos que tiene

las posibilidades económicas y el asesoramiento para acceder en forma adecuada

a la prestación jurisdiccional.

El procedimiento penal mncede al Ministerio Público las facultades para acusar

con fundamento.

Paralelamente, se han c¡eado mecanismos que perm¡ten una oportuna y

adecuada defensa en juicio, ya que en un pais como Guatemala mn la mayoría de

población en s¡tuación de pobreza se hace impensable contar con asistencia

jurídica remunerada.

La defensa obligatoria y gratuita por abogados designados de oñc¡o no funcionó

afectando a los encausados, abogados y a la administración de justicia, pero en

especjal al debido proceso y defensa en juicio, además que constitucionalmente

todo trabajo ha de ser retribuido.

1:l
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Para mejorar el s¡stema de justicia y garant¡zar el cumplimiento de las garantias \u:Z

constitucionales y en virtud a la Convención Americana de Derechos Humanos el

ímputado tiene que contar con un abogado, que debe ser proporcionado por el

Estado, por no hacer¡o o por no contar con los recursos.

ll
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3. Med¡dasdesjud¡cializadoras

Pa€ una clara comprensión del principio de oportunidad y de las medidas

desjud¡oalizadoras, se deben comprender los presupuestos teóricos que

fundamentan esta institución

Los postulados en que parte la apficación de las medidas desjudicializadoras,

tienen naturaleza criminológica, política criminal y dogmática.

3.1. Perspect¡va criminológica

"Desde la perspectiva criminológica, el sistema penal actúa de manera selectiva y

discriminatoÍia. En términos generales, los casos que llegan al sistema penal no

son los más graves, ni los que más afectan a los b¡enes jurídicos más

fundamentales, sino que generalmente la actuación de las agenc¡as de¡ sistema se

concentra sobre ciertos seciores sociales como lo son los marginados y los que

carecen de relaciones e influencia, en tanto ¡as personas que gozan de poder,

dinero y relac¡ones sociales son inmunes a la actuación del sistema penal". r8

l3 
Bovrno. Alberlo. Problemas de derecho procesal penal contemporáneo Páo 129
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La criminología ha podido comprobar en consecuencia que el funcionamiento dei

sistema penal es arbitrario, discriminador, lo que hace que se centre en la mayoría

de veces en los confl¡ctos menos graves, que generalmente son los sectores

más

vulnerables al sistema penal quienes realizan este tipo de conductas, en tanto los

conflictos que conllevan una mayor dañosidad social involucran a p€rsonales

poderosos de la sociedad, contra los cuales los operadores de justicia no se

atreven a dirigir su actuación. Los comporlamientos sociales más graves y

perjudic¡ales, no sólo no son perseguidos penalmente, sino incluso no se

encuentran en muchas ocasiones tipificados.

Del tal manera que el sistema selecciona a personas por su condición de

vulnerables, y no por los conflictos por su mayor o menor gravedad.

Esta selección de personas, se basa ante todo en los eslereotipos creados por la

propia crim¡nología tradicional, que hab¡a construido toda una serie de

caracteristicas fisiológicas que permitian identiflcar al hombre delincuente.

Con base en esta concepción lombrosiana. los agentes del sistema penal

identificaban a los estratos de escasos de recursos económ¡cos con su concepto

de delincuente, dando lugar a una intervención y control masivo sobre estos

sectores.
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El producto de este proceso de etiquetamiento. es que las agenc¡as de po|cia se \1'"'tlj/

centran sobre las personas estigmatizadas como delincuentes, arrestándoles

generalmente, por hechos insign¡ficantes o en muchas ocasiones simulando

delitos y aunque la simulación de delitos esté prohibida en la legislación

guatemalteca, es evidente que en el sistema frecuentemente se encuentren casos

en donde los mismos agentes policia¡es son quienes incorporan las pruebas

materiales para tipiflcar el delito, en donde se da lugar a procesos de mayor

marginalizac¡ón, puesto que las personas detenidas se encuentran con problemas

para obtener trabajo, y para reincorporarse en la sociedad.

Ya no se pretende estudiar las causas de la criminalidad, sino buscar orientar la

actuación del sistema hacia una mayor igualdad, de manera que la actuación de

los operadores de justicia se d¡rija a resolver los confiictos más graves y violentos

de la sociedad.

Es de esta manera que entran a jugar los criterios de racionalidad en la actuación

del sistema penal y al intervenir los cr¡terios en la actuación del sistema penal,

implicará que el Estado tiene que enfocarse únicamente a persegu¡r los delitos

más graves sin importar la persona del autor, y solucionar por otros mecanismos

aquellos conflictos que no son de tanta gravedad, y a¡ aplicar éstos mecanismos

se tendrá como ventaja el descongestíonamiento del sistema penal.

11



6',#, .
l='i e¡crn¡¡r EB

Y";'"--fd,
\.lt/

3.2. lmportancia

Por otra parte, la moderna crimino¡ogia también ha puesto en evidenoa

pena no es un mecanismo útil ni justo para la resolución de muchos

conflictos criminalizados.

En efecto, la pena de cárcel no sólo estigmatiza a la persona del delincuente, sino

lo priva de la posibilidad de una vida digna y de una reincorporacjón posterior a la

sociedad, pues la cárcel se convierte en un lugar de degradación en donde la

persona es rebajada, humillada y sometida a un proceso de deterioro físico y

mental, de consecuencras rndelebles.

Hay que tomar en cuenta también que la pena no sólo afecta a la persona del

delincuente, sino que las consecuencias de su imposic¡ón también trasc¡enden a

los h¡jos y a la familia en su conjunto que se ve privada de los ingresos generados

por los padres y principalmente afecta a la vÍctima, que no obtiene n¡nguna utilidad

en la imposición de la pena estatal. De hecho, en la mayor parte de los casos la

víctima no obtiene una reparación.

También, se puede decir que la pena no es un mecanismo justo pues hasta ahora

se ha centrado esencialmente en los sectores más vulnerables, y generalmente en

hechos que carecen de trascendencia social. y que por lo tanto no están en

función de la defensa de los intereses de todos.

que la

de los
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"La pena se convierte en este sentido en un mecanismo de control social soOre los \g,ry'

diversos grupos de personas que se encuentran privados de posibilidades de

desarrollo personal, precisamente por la inequitativa distribución de la flqueza en

la sociedad". 1e

Frente a los problemas que representa la pena, la criminología moderna ha

pretendido dar respuestas que presenten una mayor utilidad y justicia social.

La respuesta retributiva tradicional, es absolutamente inadecuada para afrontar

ciertos confl ictos criminalizados

Es por el¡o, que ha surgido la reparac¡ón como un novedoso mecanismo de

solucjón El criterio de oportunidad y las medidas desjudicializadoras pretenden

evitar los nefastos efectos que las penas cortas privativas de libertad tienen para

el del¡ncuente y la sociedad, a través de la aplicación de una solución reparadora

que perm¡ta el acuerdo entre víctima y el autor del delito, generando con ello el

restablecimiento del orden juridico quebrantado, la solución efectiva del conflicto,

el tratamiento adecuado al daño causado a la víctima y la paz soc¡al.

"La crjminología moderna pretende dar respuesta al fenómeno de la selectiv¡dad

del sistema penal, tratando de revertir los estereotipos tradicionales lombrosianos

que llegaron a ¡dentif¡car a los pobres con los del¡ncuentes, siendo ello lo que trajo

" rio. eág t so.
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actuacron del s¡stema penaf. sobre los \tgtr'

20

Por lo que la criminología moderna tiene un nuevo criterio, que consiste en

orientar la se¡ectividad únicamente con base en la gravedad del conflicto. En este

sentido, el criterio de oportun¡dad es un mecanismo que permite seleccionar

conflictos de manera racional y no d¡scriminatoria, ya que el punto fundamental

para ello es ia gravedad del hecho.

Las medidas desjudicializadoras permiten resolver las graves consecuencias

provocadas por la persecución penal y por la imposición de la pena,

espec¡almente en las penas privativas de ¡ibertad de corta duración.

En estos casos, ha quedado claramente establecido que no existe ninguna utilidad

ni beneficio social en la aplicación de la pena, en tanto la reparación se convierte

en una herramienta valiosísima para responder a las exceptivas de la víctjma, y

resolverá el conflicto social.

La reparación sirve también para lograr un proceso resocializador, por cuanto eslá

demostrado que el autor al asumir la obligación de reparar inter¡orizá en mejor

forma el mandato de la norma penal.

l" Cafierata Nores. José Relac¡ones entre el derecho penal y el derecho procesal penal pág

7A
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Si desde una perspectiva criminológica se ha demostrado que el criterio de

oportunidad constituye un mecanismo para lograr un proceso que evite la

discriminac¡ón y los efectos negativos de la pena de prisión, desde una

perspectiva política-criminales, las medidas desjudicializadoras son una

herramienta para dar racionalidad, practicabilidad y efectividad a la persecución

penal.

No cabe duda que la persecución penal es una actjvidad estatal que involucra

cuantiosos recursos del Estado, y de la cual se espera un resultado concreto

relativo a la disminuc¡ón de la violencia social en su conjunto

La activ¡dad del sistema penal se ve desbordada por una serie de conflictos que

no tienen la gravedad necesaria para ingresa[ al sistema, por lo que la actuación

del sistema penal tiene que optimizar sus recursos a través de un proceso de

selección I"acional

La racional¡dad del sistema viene dada por la existencia de premisas

fundamentales o criterios que oflentan la actuación de los operadores de justicia y

que permiten encauzarla hacia flnalidades preestablecidas.

Como se ha señalado, la finalidad esencial en la persecución penal es lograr la

d¡sminución de l¿ violencia social en su conjunto, dar respuesta a ¡as necesidades

5l
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ciudadano \1'>t/de tutela de la víctima, y limitar la intervención del

infractor.

Estado sobre e¡

Loa criterios de actuac¡ón del sistema penal son básicamente tresr el papel

subsidiario del sistema penal, el principio de mínima intervención, y la exclusiva

protección de bienes jurídicos.

Estos tres cr¡terios van a constituir las exigencias mínimas que deben darse para

que exisia un Estado democrático de derecho.

El papel subsidiaio del sistema penal, se refiere a que en la medida de lo posible

el Estado tiene que buscar otros mecanismos de políticas sociales para resolver

los conflictos y problemas que se dan en el seno de la sociedad únicamente a

través del castigo, ni tampoco pude imponerse un determinado orden social

exclusivamente basado en el derecho penal.

El derecho penal es el último recurso con el que cuenta el legislador para afrontar

un problema social, y la pena es, por deflnición, un mecanismo ineficaz de política

soc¡al, del cual cabe esperar muy pocos beneficios sociales.

"La ¡ntervención del derecho penal tiene que ser lo más limitada pos¡ble, y en

cuanto sea razonable, debe prescindirse de todo mecanismo penal, lo que implica

52
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dign¡dad de la persona humana, asegurándole un ámbito intangible". 21

El Estado tiene el deber de garantizar determinadas condiciones de

mantenimiento y desenvolvimiento de lo humano, lo que en ¡a actual¡dad t¡ene

carácter irrenunciable y un desenvolvimiento de lo humano, y tiene relación con

la libertad y seguridad individual de la persona en el Estado de derecho, con el

bienestar y la justicia social entre las personas en el Estado social, con la

legislación de signo político y la codeterminación de la persona en la democracia.

El principio de minlma intervención s¡gnificará que toda pena que no se encuentre

just¡ficada racionalmente por una necesidad imperiosa. const¡tuye un acto vejatorio

contra el individuo.

De ahÍ, que la pena tenga que Just¡ficarse demostrando en primer lugar la validez

del interés y valor social del objeto jurídico protegido, o sea el bien Juríd¡co y en

segundo lugar, su absoluta necesidad de protección por existir una incapacidad

real de otras ramas del ordenamiento jurídico en su protecc¡ón.

Sólo una pena que resulta absolutamente necesana, puede ser justificada en un

Estado democrático de derecho, de lo cual se derjva que cuando se pueda

t' r¡¡¿. Páo ¿s
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presc¡ndir de la pena será obligado hacerlo para evitar una pena cruel, inhumana o 

\Q9l

degradante.

Del princip¡o de mínima intervención, deriva necesariamente el principio de

exclusiva protección de bienes jurídicos. La apelación al mecanismo más violento

de polÍtica soc¡al es decir la pena, sólo encuentra su lustificación al tener la

necesidad de proteger intereses valiosos para la colectividad, o sea, los bienes

jurídicos.

Las incrim¡naciones penales, están en función de este mandalo de protección y la

¡ntervención penal sólo encuentra justificación en ello. De esto deriva en

consecuenc¡a, que la técnica ¡egislativa y la interpretación de las normas penales

se deban efectuar atendiendo a la necesidad de protección de bienes jurídicos.

En cuanto a la técnica legislativa, es exigencia de un derecho penal democrático

que la norma jurídico- penal esté elaborado con la finalidad de proteger bienes

jurídicos.

Lo que significa que el tipo penal, como conjunto de todos los elementos que

fundamentan una figura delictiva, tiene que describir con claridad un resultado,

que consiste en la lesión o puesta en peligro del bien juridico penal.

Y desde una perspectiva de interpretación, el tipo penal ha de interpretarse

prec¡samente en función de esta protección, es decir hacia el bien Jurídico que no

5,1
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haya sufr¡do les¡ón o no se haya puesto en peligro, en donde la accrón Xg!''l

correspondiente no debería ser considerada como típica.

De lo anter¡ormente expresado, queda claro que la racionalidad en la persecuc¡ón

penal está orientada precisamente por este criterio de mínima intervención de

subs¡diariedad y en func¡ón de exclusiva protección de los b¡enes iurídicos, de

manera que la actuación del aparato estatal tiene que regirse por dichos criterios

al momento de establecer su política de persecución penal.

Deberá dirigir su actuación hacia los casos más graves, y en todos aquellos casos

en donde se pueda prescindir de la pena por ser más beneficios socialmente o

por no existir afectación material a un b¡en jurídico, se debe renunciar a la acción

penal pública.

Lo que permitirá al sistema penal deshacerse de todos aquellos casos que no

contr¡buyen a disminuir la violencia social. Los delitos de bagatela, o aquellos

casos en donde la afectación a los bienes jurídicos ha sido ínfima no deben

involucrar un gran esfuerzo estatal, por el contrar¡o debe lograrse una situación

político criminal más ventajosa. como lo es la solución al conflicto a través de la

reparación.

Por otra parte, sólo una orientación racional del sistema penal resulta práctica. La

practicabilidad, como exigencia dirigida a la juslicia criminal, significa que en toda
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cuestión de configuración de justicia criminal la aplicabilidad práctica representa \Eg:a9:r/

un cr¡terio decisivo

Así el derecho penal y el derecho procesal penal. deben considerarse como una

un¡dad func¡onal, de manera que las soluciones dogmáticas han de ser de posible

aplicación y estar en función de mejorar la efectividad del sistema penal.

Desde una perspectiva absolutamente pragmática. resulta imposible perseguir

todos los conflictos penales, de manera que es necesario realizar una selección

de confictos para lograr la efectividad del sistema.

Con la inclusión de las medidas desjudicializadoras, se permite justamente que la

selección de casos se realice de manera adecuada, y no de forma arbitraria, sino

que forme parte de la política criminal del Estado.

"La opción no es en verdad dispon¡bilidad o no disponib¡lidad de ciertos casos,

sino disponibilidad regulada. La practicabilidad de la persecución penal

naturalmente lleva a que el sistema no pueda ocuparse de todos los casos por ser

esio materialmente imposible'. 22

_ Atienza, Nlanuel. Oerecho procesal penal Pág 22
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criminal que desea ser práctica, tiene que determinar criterios de selección

racionales sobre el conjunto total de casos.

El criterio de oportunidad, viene a plasmar en el ámbito político criminal la decis¡ón

de centrarse ún¡camente en aquellos casos que representan una violación

s¡gn¡ficaiiva del bien jurídico. El criterio de oportunidad, se justifica en puras

razones de capacidad operativa del aparato de persecución criminal.

Y por lo tanto, la decisión de aplicac¡ón del principio de oportunidad se basa en el

criterio referido para estar debajo de lo económicamente conveniente para el

Ministerio Público, o en todo caso, de no llegarse al criterio de oportunidad se

faculta a ¡a víctima para que ejeza ella misma la persecucjón si mántiene interés

en ella.

De lo anteriormente expuesto, queda c¡aro que la efectividad del sistema penal

sólo es posible en la medida en que sostenga criterios pragmáticos de selección

de casos. El sistema penal, sólo es efectivo si logra centtar su actuación en casos

de trascendencia socia¡, de significación, y obtiene resultados satisfactorios en

ello.

Si se concentra en casos de bagatela, su saturación conl¡eva naturalmente a la

inefect¡vidad, porqué debe atender los conflictos más graves y no los menos

5l
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graves Un presupuesto para la efectividad del sistema, es la aplicación racional \tgjj'

del criterio oportunidad

3.4. Persp€ct¡vadogmática

Desde el punto de vista dogmático, es preciso entender que el tipo penal es el

producto de abstracciones que desafortunadamente llevan a inclu¡r en su seno,

conductas que el legislador no quiso prohibir.

El punto de partida fundamental, es el bien jurídico como eje central de la

interpretación de la norma penal y, del tipo en particular. En efecto, existe una

gran impresión en los instrumentos de tipificación, problemática que se vrncula a la

teoría de los tipos ab¡ertos.

El legislador, en su tarea de formular una fuerte protección del bien jurídico carece

de medios para evitar que en la descripción de la conducta seleccionada se le

introduzcan acciones que en verdad no cumplen con el mínimo de dañosidad

social requerido.

La distinc¡ón, hasta ahora ha sido imposible reai¡zarla en abstracto, es decir,

desde la actividad legislativa.

58



La redacción del tipo legal pretende ciertamente sólo incluir perju¡cjos graves del

orden juríd¡co y social, pero no puede impedir que entren también en su ámbito los

casos leves.

Por lo tanto, esta inflación de las conductas seleccionadas, requiere de una

interpretación que depure del ámbito típico todas aquellas conductas que al no

contener el mínimo de daños¡dad social exigido por el tipo, es decir, al no llegar o

poner en peligro al bien jurldico, deben quedar excluidos del ámbito típico.

Es aquí, donde entra a jugar el criterio de insignificancia como regla de

interpretación teleológica de los tipos penales, que tiene su punto de partida en la

necesidad de protección del bien jurídico.

En la medida en que el tipo cumple una función de selección de las conductas

punibles, está llamado a motivár a los ciudadanos para que se abstengan a

realizar conductas que puedan lesionar o poner en peligro bienes juríd¡cos,

quedando fuera del ámbito típico que no suponen un riesgo de lesión o puesta en

peligro para el bien jurídico.

Aquí, pues se puede observar que el tipo no sólo debe cumplir ei requisito de ser

un indicio de antijuridicidad, formalmente en la contrariedad con una norma, s¡no

que debe repÍesentar un daño ai bien jurídico protegido por la norma.
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Y la magnitud de ese daño, es un elemento que el intérprete indudablemente \g-/
tomará en cuenta al adecuar la acción analizada a los parámetros de la

fundamentación del injusto o sea, en la tipic¡dad ya que tamb¡én es requisito de la

fundamentación el nivel graduable de disfuncionalidad de la acción.

"Desde un punto de vista procesal, la desjudicialización es posibie en ia medida en

que el caso pueda ser considerado como típicamente irrelevante o con una escasa

dañosidad social, lo que hace que el tipo de lo injusto sea mÍnimo". 23

Para lograr establecer precisamente el alcance del tipo o en su caso, su escasa

relevancia penal, es necesario dar pautas de interpretación teleológica que

partiendo de la función de ia norma penal como exclusivamente destinada a

proteger bienes jurídicos, logre aclarar metodológicamente los supuestos de

atipicidad.

3.5. Cr¡terios de interpretación

Para ello. es de ¡mportancia elaborar una serie de criterios de interpretación del

tipo penal:

a) En primer lugar. el riesgo jur¡dicamente irrelevante o riesgo permitido: para

que un riesgo sea penalmente relevante, es necesario que el resultado sea la

t' tuio. ceg zs
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realizac¡óon del riesgo creado por la acción del autor. y este riesgo debe exceder \q':+/

del riesgo legalmente permitido.

A partir del criterio de r¡esgo permitido, se pueden establecer los casos que son

típicamenie relevantes de los que no lo son. Las normas del riesgo permltido, se

determinan aplicando las reglas de conducta apropiadas en el desarrollo de

determinadas actividades.

b) El segundo grupo de casos: es el de las acciones ¡nsignificantes y el de las

toleradas socialmente

En estos casos, la acción no realiza el tipo porque no es lesionado el bien juridico

protegido y por eso no se considera el hecho como infractor de la norma de

prohibición.

En cada caso, la solución correcta se produce mediante una interpretación

restrictiva orientada hacia el ámbito de protección del correspondiente tipo. lo cual

parte de{ bien jurÍdim pero también tiene como correlat¡vo a los propios requ¡sitos

específicos de la acción.

Desde una perspectiva dogmática, la aplicación de las medidas

desjudicializadoras, viene dada de un entendimiento adecuado de que no todos

los bienes jurídicos-penales son iguales. y es preciso que ios operadores de

justicia realicen una priorización de b¡enes jurídicos a perseguir.
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Desde esta visión jerarquizada de los bienes jurídicos, se te otorga un lugar \qtz

adecuado al principio de igualdad, y el mismo tiene que cóntemplar claramente las

diierencias valorativas que entran en juego entre las distintas categorías.

Y desde esta perspeciiva, no se puede tratar con la misma intensidad los acios

contrarios al bien jurídico vida, con respecto a los actos contra el bien Jurídico

patrimonio.

Las neces¡dades de selecc¡ón de los conflictos que van a ser perseguidos

penalmente, hacen que la importancia del bien juridico sea un presupuesto

fundamentai.

No obstante, resulta inadecuado únicamente tener como cr¡terio orientador de la

política criminal la relevancia del bien jurídico en abstracto. Es preciso determinar,

también la intensidad de afectación al bien jurídico en el caso concreto Esta

intensidad de afectación, es la que permite a través de criterios teleológicos o de

finalidad, excluir a todos aquellos casos en donde no se afecta signif¡cat¡vamente

a los bienes jurídicos.

Desde este punto de vista, el grado de afectación materialjunto con la importancia

en abstracto del bien jurídico, establece los criterios de selección de las conductas

perseguibles penalmente. En los casos en donde no haya lesión o peligro de

bienes jurídicos, o donde la afectación es mínima. el Ministerio Público debe

abstenerse de la persecución penal.

6:
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perspectiva material, es decir, desde

jurídica del delito.

medidas desjudicializadoras desde una

un anál¡sis de la tipicidad como categoría

Aquellos hechos que no tiene suficiente entidad como para aprec¡ar una

afeciación material del bien jurídico, deben ser objeto de desjudicialización.
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CAPITULO IV

4. Análisis ¡uríd¡co de los aspectos que informan la importanc¡a del

proced¡miento pénal abreviado para la realización y aplicación de med¡das

resolutor¡as por la conducta ¡lícita del s¡nd¡cado

El procedimiento abreviado, rnstruyg con carácter general el juzgado de

instrucción, y falla el juzgado de lo penal, cuando la pena privativa de l¡bertad no

supere la pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de

dislinta naturaleza.

Todo ello, sin perjuicio de la competencia del luez de instrucción. Cuando se

superan esos límites, el enjuiciamiento corresponde a la aud¡encia provincial y el

mismo esquema vale para sala de lo penal de ia audiencia nacional.

4.1. Fase de instrucción

"Esta fase se configura sobre la base de la práctica de las diligencias esenciales

para formular la acusación, buscándose una celeridad procedimental, de forma

que la instrucc¡ón se simp¡if¡ca y se limita la función del juez de instrucción que en

ocasiones puede quedaÍ muy reducida cuando por otros órganos se derivan todos

los datos suficientes para formular una acusación". 2a

lr 
Catáeora González lJlanuel Manual de der€cho procesal penal. Pág 68
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Los agentes pol¡ciales se encuentran obljgados a actuar desde que conocen de la \tgg-:"'

existencia de hechos que concuffen en delito, formando el atestado que esia

constituido por el conjunto de actuaciones que han de realizar los órganos

Judiciales para esclarecer los hecl.os

En este caso, su naturaleza extrajudicial priva de valor probatorio sus actuaciones.

En la investigación de los hechos, o sea, de delitos y faltas. Ios agentes policiales

han de cumplir las siguientes reglas:

Les acompañara un facultativo para prestar los oportunos auxilios al

ofendido.

Los agentes policiales, además de identificar y tomar los datos personales y

direcc¡ón a las personas que se encuentren en el lugar en que se cometió el

deljto, podrán: recoger y custodiar los efectos hasta que llegue la autoridad

Judicial, siempre que exista peligro de que no haciéndolo pudieran

desaparecer algunas pruebas de los hechos ocurridos.

Si se hubiera producido la muerte de alguna persona y el cadáver se hallara

en la via publica o en otro lugar inadecuado, puede ser trasladado al lugar

más próximo que resulte más idóneo dentro de las circunstancias hasta que

la autoridad judicial adopte las medidas oportunas. En las situaciones

excepcionales en que haya de adoptarse tales medidas de urgencia, se
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reseñará previamente la posición del interfecto. obteniéndose fotografÍas ¡, 
\'<3:ji-t'

señalando sobre el lugar la sjtuación exacta que ocupaba.

Citar a las personas pertinentes ante la autoridad judicial competente.

Los agentes policia¡es pueden requeriÍ ayuda de los cuerpos y fuerzas de

seguridad, cuando sea necesarja para el desempeño de las funciones que

le sean encomendadas

4.2. lnvest¡gac¡ón dél M¡nister¡o Público

El Código Procesal Penal permite al fiscal tener la posibilidad de que lleve a cabo

la invest¡gación de forma directa y primaria, cuando se le presente una denunciá o

un atestado. pudiendo practicar las diligencias que estime pe¡tinentes para la

comprobación del hecho y responsabilidad de ios partícipes, pudiendo hacer

comparecer ante cualquier persona en los iérminos establecidos de la citación

judicial, y la asistencia letrada.

Las d¡ligencias de investigación, por parte del Ministerio Público, han de concluir:

- Cuando tenga conocimiento de la existencia de un procedimiento judicial

sobre los mismos hechos.

ó7
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- Cuando los hechos no revistan los caracteres de delito, declarandose el \t-,,grrl
archivo de las actuac¡ones, comunicando de ello a las partes y asi permitiendo que

se retire Ia denuncia.

- Cuando se hayan finalizado todas las diligencias susceptibles de ser

practicadas por el Ministerio Público.

El fisc€l se constituye en las actuaciones para el ejercicio de las acciones penal y

civil. Velará por el respeto de las garantías del imputado, y los derechos de la

víctima y de los perjudicados por el delito.

4.3. D¡ligenciasprev¡as

En el procedimiento abreviado. la instrucción es la modalidad principal de

actuación aunque no ob¡igatoriamente necesaria. Pero la necesidad de adoptar

resoluciones, hace inexcusable la necesidad de la presenc¡a de un juez. Las

diligencias previas pueden iniciarse por las siguientes vías:

Remisión del atestado judicial.

A instancias del Mjnisterio Públ¡co o a consecuencia de una jnvestigación

Por querella o denuncia



é"-
I39s¡c¡¡r¡nrr EÉ

f"iu-.t;
\e,r+/Por ofc¡o.

"Todas las actuaciones judiciales relativas a delitos que deben ser enjuiciados por

el procedimiento abreviado, han de registrarse como diligencias previas, que son

aquellas encaminadas a determinar la naturaleza y circunstancias del hecho, las

personas que en él hayan partic¡pado, y el órgano competente para el

enjuiciamiento".25

Como normas especificas de tales diligencias prev¡as, sobre todo para la celeridad

y eficacia se establecen sobre cuestiones de competencia.

Cuando un tribunal rechace el conocimiento de una causa. o reclame el

conocimiento del que otro tuviera, y exista duda sobre cual de los dos tiene

competencia se recurrirá al órgano inmediatamente superior en jerarquia para que

oyendo al fiscal y a las partes personadas, deqda en el acto quien conocerá.

Cuando la cuestión surja en la fase d9 instrucción, cadá uno de los juzgados

continuará pract¡cando ¡as diligencias urgentes y absolutamente indispensables

para ¡a comprobación del delito y averiguación e identiflcación de los posibles

culpables.

" toto. eag 9s
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Si ya se han

audiencia, el

el momento.

iniciado las diligencias, cuando se determina la competencia de otra

primero comunicará los resultados e invest¡gaciones obtenidas hasta

4.4. Actos de comun¡cación

Fl juez o tribunal que ordene la práctica de cualquier diligencia se entenderá

directamente con el juez, tribunal, etc. encargado de su realización, aunque el

mismo no lo esté inmediatamente subordinado ni sea superior inmediato de

aquellos.

Para cursar los despachos que se expidan, se utilizará siempre el medio más

rápido. acreditando por diligencias las peticiones de auxrl¡o que no se hayan

solic¡lado por escrito

"Si el que hubiere de ser citado no tuviera domicilio conocido, o no fuere

encontrado por los agentes policiales en el plazo señalado. el juez o tribunal

mandará publicar la correspondiente cédula por el medio que estime más idóneo

para que pueda llegar al conocimiento del interesado" 26

Va erTLeta Wriredo El nuevo proceso p6nal, Pág 1
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En orden a la comprobación del delito y culpabilidad del presunto reo, el juez de

¡nstrucción empleará los medios comunes y ordinarios, con las siguientes

modiflcaciones:

- Cuando los imputados o testigos no hablen o no ent¡endan el idioma

español, se procederá de conformidad con la legislación, sin que sea precrso que

el intérprete designado tenga titulo ofcial.

El informe pericial, podrá ser presentado por un solo perito cuando el juez lo

considere suficiente, basándose en los intormes del medico forense sobre la

muerte de la victima, en la asistencia debida de los heridos y enfermos implicados

en el del¡to o falta

4.6. Presencia del imputado

En la pr¡mera comparecencia, se informará al imputado de sus derechos y se

requerirá para que designe un domicilio en el que se le harán las notiflcaciones.

4,7, Medidascautelares

La adopción de las medidas cautelares, son facultad exclusiva del juez de

instrucción que en su caso podrá acordar:

le
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- La detención o prisión del imputado o su l¡bertad provis¡onal, con o sin \gsj'l

fianza.

El aseguram¡ento de las responsab¡lidades pecuniar¡as de los que pud¡eran

resultar responsables civiles directos o subsidiarios.

En los casos donde se impliquen vehículos de motorl

a) La intervención inmed¡ata del

circulación por el tiempo indispensable

vehiculo y la retención del oerm,so de

b) La ¡ntervención de la licencia de conducir.

c) Señalamiento de

personas que estuv¡eran

pensión provisional

a su cargo.

para atender a la victima y a las

d) Autorización a los

nacional.

residentes en el extranjero para ausentarse del territorio

4.8, Recursos en la fase ¡nstrucción

El recurso de queja, solo cabe frente a resoluciones que desestimen el recurso de

reforma, y se interpone ante la sala correspondiente, en los términos indicados, sin

plazo concreto.
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''El recurso de apelación. solo se admite en los casos expresamente señalados en '<gr-jl
la ¡ey, como frente al auto de archivo. o de sobreseimiento. Podrá interponerse,

subsidiar¡amente, después de ia not¡ficación de la resolución". 27

En las diligencias previas practicadas sin demora el juez adopta alguna de las

siguientes resoluciones:

- Si determina que no es consecutivo de una infracción penal, mandará

archivar las actuaciones. Si exjste infracción pero no se ha podido descubrir el

autor del delito, se procederá a determinar el sobreseimiento provisional.

- Si posterior a las dil¡gencias se descubre que se trata de una falta, remitirá

las investigaciones y los descubrimientos al juez competente, cuando no le

corresponda su enju¡ciamiento.

- Si los imputados son menores o el hecho tuviere atribuido la jurisdicción

mi¡itar, se inhibirá a favor del órgano competente.

4.9. Fase intermedia

La fase intermedia es el puente para pasar de la fase de instrucción a la fase de

jurcro oral. Es el conjunto de actuaciones destinadas a valorar los resultados de lo

t'tuio. eág zz
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actuado en la fase de instrucción o preparatoria, apreciándose si es completa y

suficiente, y si se dan los presupuestos necesar¡os para proceder a la apertura del

juicio oral, o para el sobreseimiento.

Se tiene que tener presente dos cosas:

- Que no es preclusiva, de forma que de la misma puede pasarse otra vez a

la fase de instrucción, por considerarse insuficientes las diligencias practicadas,

volviendo en este sentido hacia atrás el procedimiento.

- Que pueden darse diferentes presupuestos según se trate del

procedimiento ordinario o abreviado, apareciendo en los dos últimos la fase

intermedia más desdibujada.

En el procedimiento abreviado por delitos menos graves, se encuentran las

actuaciones que medían entre la conclusión de dil¡gencias previas, y el luicio oral.

Se regula el hecho que la preparación del juicio oral no pertenece a la instrucción

ni tampoco al ju¡cio oral. La fase intermedia puede también reconocerse en este

nuevo procedimiento y comprende los trámites siguientes:

lnstrucc¡ón de la causa.

Sobreseimiento.



ffiEl escrito de acusación

ApertuÍa juicio oral.

Escrito de defensa

Eljuicio oral.

El procedimiento abreviado se desarrolla ante el juez o tribunal competente para

el enjuiciamiento, y en ella se lleva a cabo la actividad probatoria y el juicio en

virtud del cual se dicta sentencia judicial, constituyendo la fase decisiva del

proceso.

La fase de ju¡cio oral sé viene considerando como la más importante de las que

integran el proceso penal, porque en ella se desarrollan los actos de prueba que

han de servir para fundamentar la sentencia.

Oira característica de la fase de luic¡o oral, es la relativa al cambio de órgano

judic¡al competente, como consecuencia del pr¡ncipio de imparcjalidad objetiva que

rige en el sístema acusatorio mixto, entendido dicho princ¡pio como la necesidad

de que el juez que instruye no puede fallar la causa. En concreto serán los

órganos encargados de enjuiciar, y en su caso también el juzgado central de lo

penal o la sala de lo penal de la audiencia nacional.

15
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La fase de juicio oral empieza con ia recepción de las actuaciones en el órgano

compeiente para el enjuiciam¡ento procedente, generalmente a través del repafo

cuando existen dos o más órganos competentes en el mismo territorio.

Una vez recibido el procedimiento, se dicta diligencia de ordenación por el

secretario judicial acordando el registro de ¡a causa y acusando recibo al juzgado

instructor.

4.11, Examen de las actuacionés

El examen de las actuaciones, si.ve para verificar la regularidad de la tramitación.

porque si se aprecian vicios procesales deben subsanarse, de lo contrario pueden

deven¡r en nulidad de actuaciones.

En el caso de que se aprecien vicios procesales subsanab¡es, se procederá a

dictar resolución poniendo de maniñesto los posibles v¡c¡os procesales y

amrdando la devoluc¡ón de las actuacrones al juzgado instructor, para que éste

pueda acordar lo que estime procedente en derecho.

Una vez devueltas las actuaciones por el juzgado instructor, se procederá al

señalamiento y resolución sobre las pruebas. En cambio, en los supuestos en que
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se estima que los v¡cios procesales no son subsanab¡es. procederá la tramitación

de la nulidad de actuaciones de oficio.

En todo caso, una vez declarada la nulidad de actuaciones y determinado el orden

jurídico perturbado, se procederá a continuar con la tramitación de las actuaciones

de acuerdo con las peculiaridades de la nulidad decretada.

4.12. Señalamiento y decisión sobre las pruebas propuestas

Se procederá por el órgano competente a dictar auto, con la finalidad de admltir o

no las pruebas propuestas para practicar en el juicio oral o con carácter

anticipado, acordando lo necesarío para la práctica de las pruebas anticipadas,

librando las comunicaciones que fueren necesarias para asegurar la práctica de

las pruebas propuestas y admitidas

Contra la resolución denegatoria de prueba no procederá recurso alguno sin

perjuicio de que se pueda reproducir su peticjón al inicio de las sesiones del juicio

oral

Al mismo tiempo se procederá a fijar la fecha de inicio de las sesiones de juicio

oral, teniendo en cuenta las circunstancias de la causa y prueba propuesta.
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Se constituye en la sala audiencia el Juzgado o tribunal compuesio por el

mágistrado-juez, o el presidente, y magistrados de la audiencia o sección y el

secretario judicial, con asistencia del l\4inisterio Público, del abogado del acusado

y los letrados de las partes.

4.14. Ausencia del acusado

No se podrá celebrar el juicio, cuando no se reúnan los requisilos para la

celebrac¡ón del mismo; o porque aun reuniéndose los requisitos para celebrar el

juicio en ausencia, el juez acuerde que no se puede celebrar y es necesaria la

presencia del acusado.

Es requisito para que eljuez acuerde la celebración en ausencia, la previa petición

del Ministerio Público o partes acusadoras y además, cuando se oponga la

defensa, el juez puede estimar necesaria la asistencia del acusado, y en ese

supuesto deberán adoptarse las medidas que la ley establece para asegurar la

asistencia del acusado al próximo señalamiento que se fije para la celebración del

juicro. adoptando las medidas cautelares necesarias.

Acordada la celebración del juicio en ausencia, el mismo cont¡nua con la práct¡ca

de la prueba y cabe la posibilidad de que la defensa solicite la celebración de la

78
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audiencia preliminar, lo que no cabe es la conformidad, pues requiere la presenc¡a

del acusado.

Cuando son varios los sujetos pasivos en el momento de celebración del juicio

oral, si alguno de los acusados deja de comparecer sin motivo legitimo, podrá el

juez acordar oídas las partes, la continuación del juicio para los restantes en todo

caso, la ausencia injustificada del tercero responsable civil citado en forma, no

será por sí mismo causa de suspensión deljuicio.

4.15. Presenc¡a del acusado

"La sentencia que se va a dictar deberá ser, en principio, de estricta conformidad

con la aceptada por las partes. Por rmperativos del principio acusatorio, la

jurisprudencia también admite una rebala en la pena por no perjudicar al acusado,

pero tal rebala debe ¡r precedida de una prueba y debate enire las partes pues de

lo contrario produciría indefensión para las partes. También se precisa que e¡

acusado esté presente, debiendo mostrar su expresa conformidad con la

acusación y defensa". 2e

li Vásquez Rossi, Joage Eduardo. Curso de derecho procesal penal Pág 13

7'
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Es una actuación eventual, pues su celebración no es imprescindible y tan solo

procede si asi lo solicitan las partes al JUez o presidente. La audiencia preliminar

tiene por finalidad que las partes puedan exponer lo que estimen oportuno acerca

de la competenc¡a del órgano judicial, vulneración de algún derecho fundamental,

existenc¡a de artículos de previo pronunciamiento, causas de suspensión deljuicio

oral, asi como sobre el contenido y fnalidad de las pruebas propuestas o que se

propongan para practicarse en el acto. El juez o tribunal, resolverá en el m¡smo

acto lo procedente sobre las cuestiones p¡anteadas.

4.'17. La pru€ba en el procedimiento abrev¡ado

Una vez resueltas las cuestiones suscitadas en la audiencia preliminar y en los

supuestos en que proceda la continuación del juicio, el mismo sigue con la

práctica de la prueba admitida, que se reaiizará con arreglo a las previsiones del

procedimiento común con las especialidades previstas para el procedimiento

abreviado.

"La práctica de la prueba, se realizará concentradamente en las sesrones

consecutivas que sean necesar¡as. En la práctica de la prueba, el orden será el

siguiente: interrogatorio del acusado, testillcal, pericial y documental" 2e

t'tbid. eág 1B
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En primer lugar, ¡a importancia de la prueba en el sistema penal exige que toda

declaración de culpabilidad e imposición de una pena vaya precedida de actividad

probatoria de cargo suficiente para destruir la presunción de inocencia de modo

que la ún¡ca act¡vidad probatoria con eficacia suficiente para destruir tal

presunción es la que se realiza en el juicio oral balo los princip¡os de inmediación,

contradicción, public¡dad y demás garantías.

En segundo lugar, la constitución reconoce a todos, como derecho fundamental, el

de utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa. En tercer lugar, otra

cuest¡ón referente a la prueba es la carga y valoración de la misma en el proceso

penal.

Terminada la práctica de la prueba, eljuez o presidente requer¡rá a la acusación y

a la defensa, para que manifiesten si ratifcan o modiflcan las conclusiones de los

escritos inicialmente presentados, y para que expongan oralmente cuanto estimen

procedente la valoración de la prueba. y la cal¡ficación jurídica de los hechos.

Se trata del hámite de conclusiones definitivas, y en él las partes han de

manifestar si elevan a def¡nitivas esas conclusiones o las modifican. Én este

trámite, ¡as partes no podrán variar ni alterar los hechos de sus escritos de

calificación provisional, si no es para suplir alguna omisión o salvar algún error; y

las pades acusadoras s¡ podrán retirar la acusación respecto de todos o de alguno

de los hechos o acusados, y también pueden referirse a ¡a pena solicitada o a las

circunstancias modificalivas de la responsabilidad.
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Las modificaciones que se realicen se harán con claridad y se reflejaran en el acta

deljuicio oral, áunque también pueden hacerse por escrito y unirse al acta.

Si el ju¡cio se celebra ante la audiencia provincial y se califican los hechos por las

partes acusadoras como competenc¡a del juzgado de lo penal, la audiencia debe

conclu¡r elju¡cio y d¡ctar sentencia, por economia procesal.

Si las acusaciones terminan calificando los hechos como falta, ya sea el juzgado

de lo penal o la aud¡encia provinc¡al, deberán dictar sentencia en el luic¡o

celebrado, aplicando el mismo princip¡o antes mencionado.

Uná vez terminada la fase de informes por las acusaciones y defensas, el juez,

preguntará al o a los acusados si tienen algo que manifestar al tribunal, y si

contestaren afírmativamente, les será conced¡da la palabra, cuidando el juez de

que los acusados al usarla no ofendan la moral, ni falten a¡ respeto al tribunal ni a

las consideraciones correspondientes de las partes, retirándoles la palabra en

caso contrario.

Tanto Ia jurisprudencia como el tribunal constitucional han destacado

importancia, configurándolo como una manifestación legal del derecho a

autodefensa

SU

la
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&."-:2'Después de hablar los defensores de las partes y los acusados, en su caso,

ejercer su derecho a la última palabra, el juez declarará concluso y visto el juicio

para sentencia.

4.18. Documentac¡ón del acta de ju¡cio

Del desarrollo del juicio oral, se levantará acta que firmarán el juez, magistrados,

secretario judicial, fiscal, abogados presentes, reseñándose en la misma el

contenido esencial de la prueba pract¡cada, las incidencias y reclamacrones

producidas y las resoluciones adoptadas, pudiendo completarse o sustitu¡rse por

cualquier medio de reproducción mecánica, oral u escrita, de cuya autenticidad

dará fe el secretario judicjal. El acta corresponde levantar¡a al secretario y en ella

se hará constar de manera sucinta lo que hub¡ere ocurr¡do, pud¡endo completarse

o sustituirse por cualquier medio mecán¡co de reproducción bajo la fe del

secretar¡o judicial que ostenta la fe pública judic¡al.

En cuanto al contenido del acta, se deduce que no es preciso recoger a la letra Io

que suceda, sino que se hará constar sucintamente cuanto importante hubiere

ocurrido, recogiendo, además las resoluciones que se hubieren dictado en el acio

de juicio oral, así como las demás ¡ncidencias que se hubieren producido.

En todo caso se estima como una necesidad urgente en los procesos basados en

los principios de concentración y oralidad, que se documenten las actuacrones a

8l
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través de las correspondientes actas, la dotac¡ón a los órganos judiciales de 
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alguno de los modernos medios de reproducción de la imagen o sonidos.

4.19. Aspectos juridicos de la ¡mportancia del proced¡m¡ento penal

abrev¡ado para la real¡zación y aplicación de medidas resolutor¡as del

conflicto generado por la conducta ilícita del s¡nd¡cado

Es fundamental establecer si la pena imponible para el caso concreto, es c no

inferior a los cinco años. Por ello debe tomarse en considerac¡ón si el delito es

consumado o en grado de tentat¡va, y en este caso, el marco penal se rebaja en

una tercera parte, o bien si el imputado tiene la calidad de autor o cómplice, y

para este último la pena se puede rebajar en una o dos terceras partes.

El Artículo 435 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala regulai "Casos Se procederá conforme a estas reglas

cuando se recurra de:

1. Las resoluciones interlocutorias de los tribunales de sentencia o de

ejecución que pongan fin a ia acción, a la pena o a una medida de seguridad o

corrección. ¡mposib¡lite que ellas continúen o impida el ejercicio de la accrón.

2. El recurso relat¡vo a la acción cjvil cuando no se recurra la parte penal de la

sentencia"

EJ



é'ÍF,.3?)
It¡rtnr,'", 

-t-q

Y:":'--.---"É¡s,\(gaij,'
El Articulo 436 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala regula: "Trámite El proced¡miento quedará modificado

de la manera siguiente:

1 El escrito de interposición, expresará los moiivos y las leyes infringidas El

recurrente fijará también lugar para recibir noiificaciones dentro del perímeiro del

tribunal.

2. Se emplazará al recurrente a comparecer ante el tribunal competente, ni

estará permit¡da la adhes¡ón.

3. El tribunal dictará sentenc¡a sin debate, sólo a la vista de los recu¡sos

interpuestos, decidiendo, en primer lugar, sobre la procedencia formal del recurso.

La sentenc¡a será pronunciada por escrito, omitiendo la audiencia pública, en el

plazo previsto y expresará sintéticamente ios fundamentos de la decisión'.

Si el fiscal solicita el procedimiento abreviado y que se imponga al ¡mputado una

pena de cinco años en un caso de robo agravado, el juez no puede rechazar el

requerimiento con ¡a excusa de que podría corresponder una pena mayor, pues. a

pesar que el Artículo 465 del Código Procesal Penal, se refiere a la posibitidad de

que corresponda una pena superior a la señalada. la expresión no se reflere a una

discrepancia acerca de la cuantía de la pena a imponer entre los criterios deljuez

y del fscal, sino a la posibilidad de que et hecho no permita una pena de cinco

áños, lo que sucedería, si el delito cometido prev¡era una pena mínima de seis

años de privación de libertad.
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En ese caso, eljuez no debe tener en cuenta que e¡ máximo de la pena no supere

cinco años sino la pena solicitada por el Ministerio Públ¡co para el caso concreto

sea ¡gual o menor a cinco años, o una pena no privativa de la iibertad.

"Si eljuez adm¡te el procedimiento abreviado, no pude imponer una pena superior

a la requerida por el fscal. Sin embargo, puede dictar sentencia absolutoria o en

su cáso, sentencia que imponga una pena inferior si otorga benef¡cios tales como

el perdón judicial, la conmuta, la suspensión condicional de la penal, etc'. 30

El Ministerio Público puede formular como acto conclusivo dei proced¡miento

preparatorio una solicitud de aplicación del procedimiento abreviado. Para ello

debe contar con el acuerdo del imputado y su defensor sobre los puntos

señalados en elArtículo 464 del Códjgo Procesal Penal, preseniar la acusación, la

cual debe cumplir con los requis¡tos sustanc¡ales y formales establecidos en el

Artículo 332 bis del Cód¡go Procesal Penal, y solicitar al juez que no se dé trámite

al procedimiento ordinario sino al abreviado.

El ArtÍculo 464 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala regula: "Admisibilidad. Si el M¡nisterio público

estimare suf¡ciente la impos¡c¡ón de una pena no mayor a cinco años de pnvactón

de libertad, o aún en forma conjunta, podrá solicitar que se proceda según este

'" toia. eag za
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título concretando su requerimÍento ante el Juez de primera instancia en el

procedirniento intermedio.

Para ello, el Ministerio Público deberá mntar con el acuerdo del imputado y su

defensor, que se extenderá a la admis¡ón del hecho descrito en ia acusacrón y su

participación en é1, y a la aceptación de la via propuesta".

El Artículo 332 bis del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la

Repúbl¡ca de Guatemala regula: "Acusación. Con la petición de apenura a juicio

se formulará la acusación, que deberá contener:

1 Los datos que sirvan para identificar o individualizar el ¡mputado, el nombre

de su defensor y la indicación del lugar para notificarles.

2. La re¡ación clara, precisa y circunstanciada del hecho punible que se le

atribuye y su ca¡if¡cación jurídica.

3. Los fundamentos resumidos de ia imputación, con expresión de los medios

de investigación ut¡lizados y que determinen la probabilidad de que el imputado

cometió el delito por el cual se {e acusa.

4. La calificación juridica del hecho punible, razonándose el delito que cada

uno de los individuos ha comet¡do, la forma de participación, e¡ grao de ejecucrón y

las c¡rcunstancias agravantes o atenuantes aplicables.

5. La indicac¡ón del tribunal competente para eljuicio

El M¡nisterio Público remitirá al juez de primera instancia, con ta acusac¡ón, las

actuaciones y medios de investigacjón materiales que tenga en su poder y que

sirvan para convencer al juéz de la probabilidad de la partiopación del imputado

en el hecho delictivo".
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Formulada la acusación y la solicitud del procedimiento, el juez debe ordenar la

notificac¡ón a las partes y convocar a audienc¡a oral, de conformidad con el

Artículo 345 del Código Procesal Penal, Decrelo 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala: "Remisión de actuaciones. Practlcadas las

notificaciones correspondientes, se rem¡tirán las actuaciones, la documentación y

los objetos secuestrados a la sede del tribunal competente para eljuic¡o, poniendo

a su disposición a los acusados".

Para formular la solicitud es necesar¡o:

- Una investigación completa de los hechos por parte del Ministerio Público.

Se requiere la conclusión de la investigación, puesto que el imputado puede

aceptar los hechos para evitar ser procesado por un delito más grave o para

encubrir la part¡cipación de otro u otros sujetos. Es por eso, que la investigación

tiene que aporiar resultados compatibles con la petición del criterio abrev¡ado

Además, el Ministerio Público tiene que aportar prueba de cargo, pues en un

Estado de derecho no es posible condenar con la simple confesión del imputado.

- Acuerdo previo entre el Min¡sterio Público, imputado y su defensor. Debe

existir un acuerdo previo entre el imputado, su defensor y el Ministerio público por

medio del cual se acepta el procedimiento y está de acuerdo con los cargos que

formulará el N4inisterio Público, la caliicación jurídica de tos mismos, su forma de

participación y la aceptación de Ia via propuesta, lo cual no significa que el

procedimiento abreviado conlleve automáticamente uña aceptación de



responsabilidad penal. El acuerdo previo

éste puede oponerse a la aplicación del

apelar la resolucrón que admite esia vÍa

El luez se limitará a admitir o rechazar

verif¡cando los presupuestos legales.

audiencia para el procedimiento.

no se extiende al querellante adhesivo, y

procedimiento abreviado y en su caso,

solicitud del procedimiento abrevjado

concurren en este caso, seña,a.á

- Se deben acompañar los medios de invesligación recabados durante el

proced¡miento ordinario. Si no ex¡ste prueba de cargo que sustente el hecho, el

juez no podría admitir la acusac¡ón, ni mucho menos condenar. La simple

confesión, aun en el procedimiento abreviado, no es un elemento sufciente para

admitir una acusación, y menos puede desvirtuar la presunción de inocencia.

- Que el Ministerio Público formule acusación y petición de que se resuelva

en la vía del procedimiento abreviado y no del procedimiento ordinario.

1a

Si

Una vez admitida la vía solicitada, eljuez queda vinculado por el requerimiento del

fiscal, y no puede dar una calificación jurídica al hecho ni sobrepasar la pena

solicitada.

E¡ Artículo 465 del Código Procesal Penal Decreto 5'1-92 del Congreso de la

Repúbl¡ca de Guatemala regula: "Trámite posterior. El juez otú al imputado y

dictará la resolución que corresponda sin más trámite. Podrá absolver o
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condenar, pero la condena nunca podrá superar la pena requerida por el l\4inisterio

Público. Se aplicaran, en lo pertinente, las reglas de la sentencia.

La sentenc¡a se basará en el hecho descrito en la acusación adm¡tida por el

imputado, s¡n perjuicio de incorporar otros favorables a é1, cuya prueba tenga su

fuente en el procedimiento preparatorio. y se podrá dar al hecho una calificación

Jurídica distinta a la de la acusación.

Si el tribunal no adm¡tiere la vía solícitada y estimare conveniente el procedimiento

común, para un mejor conocimiento de los hechos o ante la posibilidad de que

corresponda una pena superior a la señalada rcchazatá el requerimiento y

emplazatá al Ministerio Público para que concluya la investigación y formule nuevo

requerimiento. La solicitud anterior sobre la pena no vincula al lvlinisterio Público

durante el debate".

Si el tribunal admite la vía solicitada, recnazará el requerimiento y emptazaÉ al

Ministerio Público para que concluya la investigación y formule el nuevo

requerimiento. Por ejemplo: si el juez mnsidera que puede corresponder un delito

que posea un marco penal que sobrepase los cinco años, deberá rechazar la vía

solicitada y aplicar el procedimiento común para conocer mejor los hechos.

En la audiencia de la fase intermedia, el juez concederá la palabra al l\4¡nisterio

Público para que sustente su pretensión y presente los med¡os de investigación

que comprueban la existencia del hecho su calificación jurídica la participación

del imputado su responsabrlioao. etc

!0
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Acto seguido, concederá Ia palabra al imputado y/o su defensor para que \g:j-:-'l

manifieste si aceptan los hechos descritos en la acusación y su participación. Ei

¡mputado debe admitir el hecho descrito en la acusac'ón y su participadón en é1,

asl como la vía propuesta, pero no está obligado a aceptar su cuipabilidad o

responsabilidad penal e incluso puede señalar causas de justificación o exclusión

de responsabi¡idad que lo eximan de la misma.

El imputado tampoco t¡ene por qué aceptar la pena solicitada por el fiscal

pudiendo hacer las observaciones correspondientes que sustenten una pena

inferior

El juez debe interrogar al imputado para verifcar que entiende la naturaleza de la

diligencia, las consecuencias Juridicas de aceptar los hechos y los cargos, puede

alegar en su favor los elementos favorables a é1, cuya prueba tenga su

fundamento en el procedimiento preparatorio.

Si se condena al imputado y se dan los requisitos para ello, el juez puede

conmutar la pena según el Artículo 50 del Código Penal, Decreto 17-73 del

Congreso de la República de Guatemala al regular: "Son conmutables;

'1. La prisión que no exceda de cinco años. La conmuta se regulará entre un

mínimo de cinco quetzales y un máximo de cien quetzales por cada día

atendiendo a las circunstancias del hecho y a las condiciónes económicas del

penado.

2. El arresto".
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La pena solicitada por el M¡nisterio Públ¡co para la admisibilidad del procedrmiento \<19:'j/

abreviado no puede ser mayor a cinco años; sin perjuicio que el marco penai sea

superior a los cinco años. Si el juez no admite el procedimiento y ordena se

continúe con la via ordinaria, emplazará al Ministerio Público para que concluya

con la investigación y formule el nuevo requerim¡ento. En el caso anterior, la

admisión del hecho por el imputado queda sin efecto y no puede utilizarse en su

contra.

El Artículo 466 del Código Procesal Pena¡, Decreto 51-92 del Congreso de la

República de Guatemala regula: "Efectos. Contra la sentencra será admisible el

recurso e apelación, interpuesto por el Ministerio Público, o por el acusado, su

defensor y el querellante por adhesion.

La acción civil no será discutida y se podrá deducir nuevamente ante el tribunal

competente del orden civil Sin embargo, quienes fueron admitidos como partes

c¡viles podrán interponer el recurso de apelación, con las lim¡taciones establecidas

y sólo en la medida en que la sentencia influya sobre el resultado de una

reclamación civil posterioi'.

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 405 del Código Procesal Penal, frente a la

sentencia en procedimiento abreviado se puede recurrir en apelación y

posteriormente en casación. Si eljuez de pr¡mera instancia, antes de producirse la

audiencia, no admite la vía del procedimiento abreviado, el Ministerio Público

podrá recurrir en repos¡ción. Sin embargo. si la audiencia se produjo y el juez no

admitió la vía del procedimiento abreviado, no cabe ningún recurso.
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Por lo anotado, es fundamental la aplicación del procedimiento penal abreviado de

conformidad con la legislación vigente, para la pronta realización y aplicación de

medidas resolutorias del conflicto que se haya generado por las actuaciones

rlÍcitas del sindicado.
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El desconoc¡miento en re¡aclón a que el procedimiento abrev¡ado es un

procedimiento especial, en el cual el debate es sustituido por una audiencla

ante el juez de primera ¡nstancia, y donde rigen los principios del debate,

implicando que se elimina la fase del juicio, no ha permitido que las

sentenc¡as sean drctadas en forma más rápida solucionando con ello la

conducta ilícita del sindicado.

2. La inexistencia de un consenso previo entre el l\4inisterio Público, el

acusado y su defensor en lo relacionado a la aplicación del procedimiento

abreviado sobre la admis¡ón de un hecho y la pena que se solicita por parte

del f¡scal, no ha permitido la pronta real¡zación y aplicación de médidas

resoluiorias acordes a la realidad nacional.

3. A pesar de la aceptación del procedim¡ento y la acusación que es requjsito

previo para el trámiie del procedimiento abrevjado. el juez no está obligado

a d¡ctar sentencia condenatoria, sino a la valoración de los medios de

investigación y al fallo conforme a los mismos d¡ctando sentencia

condenatoria o absolutoria.
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4. Eljuez no dicta sentencias absolutorias, iguales o menores a las solicitadas

por el Ministerio Público, y en ningún caso puede imponerse mediante

penas super¡ores a las solicitadas, aprec¡ando por ello elementos tales

como causas de justilcación, de inculpabilidad o cualquier otra

circunstancia que exime la responsabjlidad penal.

5 La pena solicitada por el lvlinisterio Público no debe ser superior a los cinco

años, es decir, no importa cuál sea la pena máxima superior del marco

penal, lo que importa es que el l\4inisterio Público estime que de

conformidad con los elementos de fijación de la pena, la pena a imponer no

sobrepase a los cinco años, para que así se cumpla con la pronta

realizac¡ón y aplicación de las medidas resolutorias por el conflicto

generado por la conducta ilícita del sindicado.
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RECOMENDACIONES

1. El Organismo Judic¡al, debe señalar el desconocimiento en cuanto al

procedimiento abreviado al ser el mismo un procedimiento especial, en

donde el debate se tiene que sustituir por una audienc¡a ante el juez de

primera instancia para que rijan los principios del debate, eliminando con

ello las fases del juicio, para que las sentencias se puedan dictar

rápidamente y solucionar así las conductas ¡lícitas de los sindicados.

2. E{ Ministerio Público, tiene que dar a conocer la falia de consenso previo

entre el Ministerio Público, el acusado y los defensores en cuanto a aplicar

ef proced¡miento abreviado para admitir hechos y penas solicitadas por el

fiscal, para poder realizar y aplicar medidas resolutorias de acuerdo a la

real¡dad nac¡onal.

3. Las autoridades guatemaltecas, tienen que indicar que a pesar de que la

aceptación del p.ocedimiento y la acusación son requisitos previos para el

trámite del procedimiento abrevtado, el Juez no tiene la obligación de dictar

sentencias condenatorias, sino a valorar los medios de investigación y los

fallos dictando sentencias condenatorias o absolutorias.
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Los fiscales del ¡/inisterio Público, deben señalar que los Jueces de primera \ggtl

instancia penal no dictan sentencias que sean absolutorias, iguales o

menores a las sol¡catadas por el Ministerio Público, para que no se

impongan penas superiores a las que hayan sido solicitadas, y por ello se

aprecian elementos como las causas de justificación, inculpabilidad o

cualquier otra circunstancia eximente de la responsabilidad penal.

Los juzgados penales, deben señalar que las penas solicitadas por el

Ministerio Público no tienen que ser superiores a los cinco años, no

importando cuál sea la pena máxima super¡or del marco penal, debido a

que lo que tiene que importa. es que el Ministerio Público estlme que de

acuerdo a los elementos de fijación de la pena, la misma no sobrepase a

los cinco años, para cumplir con la pronta realización y aplicación de las

medidas resoluiorias por el conflicto generador de actuaciones ilícitas del

sindicado.
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